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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 10 de mayo de 1991. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión ordi- 
ñaria, el próximo martes 14, a la hora 16, a fin de informarse 
de los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


1% Continúa la discusión general y particular del proyec- 
to de ley por el que se ratifica el Tratado del Mercado 
Común del Sur -MERCOSUR- y sus cinco anexos. 


(Carp. N* 428/91 - Rep. N* 199/91 - Anexos 1 y 11) 


Discusión general y particular de los siguientes proyectos 
de ley: 


2%) Por el que se modifica el artículo 5% de la Ley 
N? 15.900, de 21 de octubre de 1987, estableciéndose 
un período máximo de un año para la percepción del 
subsidio creado para los titulares de cargos políticos o 
de particular confianza. 


(Carp. N* 377/90 - Rep. N* 189/91) 
3%) Por el que se designa con el nombre “Profesor Joa- 
quín Pau Brum” al Liceo Nocturno de San Carlos, de- 
partamento de Maidonado. 
(Carp. N* 405/91 - Rep. N* 202/91) 
4%) Por el que se designa con el nombre “Ingeniero Luis 
Balparda Blengio” la Escuela Superior de Mecánica 
de la ciudad de Montevideo. 


(Carp. N* 365/90 - Rep. N* 204/91) 
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11) Pedido de informes...............0oooocoooioocioniconos 66 


- Se resuelve, por moción del señor senador 
Arana, que el Senado haga suyo el que elevó 
oportunamente al Ministerio de Trabajo y Se- 
guridad Social relacionado con el artículo 72 
de la Ley N* 15.900 referida a viviendas para 
jubilados y pensionistas con ingresos menores 
a dos salarios mínimos. 


67 


12) Se levanta la sesión ......... 


- Se resuelve, por moción del señor senador Ri- 
caldoni, complementada por la del señor sena- 
dor Abreu, proceder al levantamiento de la se- 
sión pasando el asunto en consideración a ser 
tratado en la sesión del día de mañana, supri- 
miéndose la hora previa. 


5%) Por el que se designa con el nombre “Ingeniero Agró- 
nomo Mauricio Paiva Olivera” la Escuela Agraria de 
Rivera. 


(Carp. N* 362/90 - Rep. N* 205/91) 


6% Discusión particular de las modificaciones introduci- 
das por la Cámara de Representantes al proyecto de 
Jey por el que se modifican varias disposiciones de la 
Ley N* 16.072, de 9 de octubre de 1989 (contrato de 
crédito de uso). 


(Carp. N* 98/90 - Rep. N* 206/91) 


7%) Informe de la Comisión de Defensa Nacional relacio- 
nado con la solicitud de venia del Poder Ejecutivo, 
para designar como miembros del Supremo Tribunal 
Militar al Brigadier General (Av.) (R) don Julio C. 
Loureiro y al Coronel (R) don Ruben A. Lizarralde. 


(Carp. N* 439/91 - Rep. N* 203/91) 


LOS SECRETARIOS”, 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores senadores Abreu, Amorín Larra- 
ñaga, Arana, Araújo, Astori, Belvisi, Blanco, Bouza, Brau- 
se, Bruera, Cassina, Cigliuti, de Posadas Montero, Garga- 
no, GonzáJez Modernell, Irurtia, Jude, Korzeniak, Millor, 
Olascoaga, Pérez, Ricaldoni, Silveira Zavala, Singlet, 
Urioste y Zumarán 


FALTAN: el doctor Aguirre Ramírez ejerciendo la Presi- 
dencia de la República; con licencia el señor senador Santoro 
y con aviso los señores senadores Batalla y Cadenas Boix. 
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3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE, - Habiendo número está abierta la 
sesión, 


(Es la hora 16 y 5 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguiente:) 
“Montevideo, 14 de mayo de 1991. 


El Poder Ejecutivo remite varios Mensajes por los que 
solicita acuerdos para acreditar en calidad de Embajador Ex- 
traordinario y Plenipotenciario a: 


- el señor Rodolfo Olavarría, ante el Reino de Suecia; 

- el señor Barón Dupetit, ante la República Islámica, y 

- al señor Pedro Vidal Salaberry, ante la República Fede- 
ral de Alemania. 


-A la Comisión de Asuntos Internacionales. 


La Suprema Corte de Justicia remite mensaje al que acom- 
pañan los datos estadísticos correspondientes a los departa- 
mentos de Montevideo e interior de la República, referentes al 
primer trimestre del año en curso, en relación a desalojos, 
acciones de Rebaja de Alquiler y Lanzamientos, de acuerdo a 
lo preceptuado por el artículo 25 de la Ley N* 15.799, de 30 
de diciembre de 1985. 


-Repártase. 


El Ministerio de Defensa Nacional remite la información 
solicitada por el señor senador Carlos Julio Pereyra, relaciona- 
da con varios predios de la zona de Bañados de Rocha. 


-Oportunamente le fue entregado al señor senador Carlos 
Julio Pereyra. 


El señor senador Juan Carlos Blanco presenta con exposi- 
ción de motivos un proyecto de ley sobre reformas en las 
Empresas Públicas. 

-A la Comisión de Constitución y Legislación. 


La Cámara de Representantes remite aprobados los si- 
guientes proyectos de ley: 


por el que se concede una pensión graciable, equivalente a 
cuatro Salarios Mínimos Nacionales a la señora María Ali- 
cia Conforte de Cabrera. 

-A la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social. 


y por el que se deroga el monopolio de alcoholes y bebidas 
alcohólicas establecido a favor del Estado y que ejerce la 
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Administración Nacional de Combustibles Alcohol y Port- 
land (ANCAP). 


-A la Comisión de Hacienda integrada con la Comisión de 
Constitución y Legislación. 


La Comisión de Asuntos Administrativos eleva un proyec- 
to de resolución relacionado con la solicitud de venia de la 
Suprema Corte de Justicia, para designar al doctor Angel Egu- 
ren Blocona, como miembro del Tribunal de Apelaciones. 


-Repártase e inclúyase en el orden del día de la sesión de 
mañana” 


4) SOLICITUDES DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de una solicitud de 
licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor senador Juan Carlos Blanco solicita licencia por 
el término de 31 días.” 


-Léase 
(Se lee:) 
“Montevideo, 14 de mayo de 1991. 


Señor Presidente del Senado 
Don Juan Carlos Raffo 


Señor Presidente: 


Por la presente vengo a solicitar licencia por el término de 
treintaiún días, a partir del día 15 de los corrientes inclusive. 


Saludo al Señor Presidente con la más alta consideración 
Juan Carlos Blanco. Senador” 

-Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 

(Se vota:) 

-15 en 16. Afirmativa. 

Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 

(Se da de la siguiente:) 


“El señor senador Santoro solicita licencia por el término 
de 31 días”. 


-Léase 


(Se lee:) 
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“Montevideo, 10 de mayo de 1991. 
Señor Presidente del Senado de la República 
Dr, Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 


Por la presente solicito se me conceda licencia por la se- 
sión del día 14 del corriente. 


Saludo a Ud. atentamente, 
Dr. Walter Santoro. Senador” 
-Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 
(Se vota:) 
-16 en 16. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Dése cuenta de otra solicitud de licencia. 
(Se da de la siguiente:) 


“El señor senador Ignacio de Posadas Montero, solicita 
licencia por el término de 31 días.” 


-Léase 
(Se lee:) 
“Montevideo, 8 de mayo de 1991. 
Señor Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Dr. Gonzalo Aguirre Ramírez 
Presente 


De mi mayor consideración: 


Solicito al Señor Presidente, licencia por el término de 31 
días, a partir del 15 de mayo del afío en curso. 


Sin otro particular le saludo con mi más alta estima. 
Ignacio de Posadas. Senador” 
-Se va a votar si se concede la licencia solicitada. 
(Se vota:) 
-15 en 16. Afirmativa. 
5) PROYECTOS PRESENTADOS 


“REFORMAS EN LAS EMPRESAS PUBLICAS 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


1. Origen y antecedentes. 


El proyecto de ley adjunto se vincula en su origen al trá- 
mite parlamentario del proyecto de ley del Poder Ejecutivo, 
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de fecha 13 de setiembre de 1990, habitualmente denominado 
de reforma del Estado, el cual se encuentra a consideración 
del Senado. Dentro de las discusión parlamentaria del proyec- 
to así como en las polémicas públicas y periodísticas al res- 
pecto, se pusieron de manifiesto las posiciones fuertemente 
encontradas de quienes apoyan esa iniciativa y de quienes la 
rechazan. Dichas discrepancias, mas allá de las observaciones 
sobre puntos concretos, se concentran fundamentalmente en 
una cuestión de filosofía, de concepción política general, a 
saber, si las actuales empresas del Estado y en general sus 
diversos servicios han de seguir siendo desempeñados por éste 
o podrán ser privatizados. Esta dicotomía fue resumida, en 
una oportunidad, como la pugna entre quienes “quieren liqui- 
dar el dominio industrial y comercial del Estado y quienes 
quieren conservarlo, transformándolo”. 


Por más que suele ser éste el enfoque con el que habitual- 
mente se encara el tema, cabe descartarlo completamente, en 
especial, la supuesta opción de hierro que plantearía. La reali- 
dad de los diferentes países muestra que, hoy, solo excepcio- 
nalmente el Estado mantiene la vocación de ser dueño de 
todas las empresas principales y también solo excepcional- 
mente se dan casos en que el Estado no tiene participación ni 
intervención en ninguna empresa. En todas partes se despliega 
una gama variada de soluciones en las que coexisten, sin vio- 
lencia, esquemas de privatización total y periférica, con for- 
mas diferentes de participación estatal y dentro de éstas, regí- 
menes jurídicos variados, incluso la aplicación del Derecho 
Privado en empresas estatales. 


Resulta natural y apropiada, por ello, la iniciativa del Po- 
der Ejecutivo que propone completar nuestro ordenamiento en 
la materia, facultando al Estado y a sus empresas a adoptar 
nuevas formas operativas, con diversas modalidades de parti- 
cipación privada, a tono con lo que es una necesidad interna- 
cionalmente reconocida. 


Sin embargo, esa iniciativa plausible en sí misma, debería 
ampliarse para abordar también la reforma de las empresas 
del Estado que permanecerán en su dominio. 


No existe contradicción, ni oposición entre ambos aspec- 
tos. Por un lado se crearían los instrumentos jurídicos adecua- 
dos para dar cabida a la participación privada, mientras que 
por el otro se promovería la transformación de los entes indus- 
triales y comerciales con criterios modernos y de eficiencia. 
En muchas casos, esto último será necesario para lo primero. 


En el mismo sentido corresponde recordar que la transfor- 
mación del Estado no consiste solo y fundamentalmente en la 
privatización sino que la desregulación -como se ha llamado a 
la liberalización de las actividades de controles y requisitos 
estatales- ocupa un lugar central y, en ellas, la competencia y 
la consiguiente eliminación de monopolios es un aspecto 
esencial. De ahí que las empresas estatales, si han de competir 
deberán hacerlo en condiciones similares a las empresas pri- 
vadas. No se la puede forzar -como se ha dicho- a hacerlo con 
las manos atadas. Esto supone, obviamente, un cambio radical 
en el régimen del dominio del Estado. 
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En este orden de pensamiento, el firmante presentó en la 
Comisión un proyecto modificativo y complementario del 
Capítulo 1 del Proyecto del Poder Ejecutivo, en el que se 
incluirían las normas de este último con ajgunos aportes nue- 
vos y se le añiadían preceptos tendientes a la transformación 
de las empresas estatales acorde con los conceptos expuestos. 
El texto figura como Anexo l. 


Posteriormente, y en vista de ciertas dificultades en el 
desarrollo del trámite parlamentario, se optó por no insistir en 
la discusión de las propuestas adicionales, a fin de no compli- 
car dicho trámite y contribuir así a la aprobación de un texto 
-el proyecto del Poder Ejecutivo con las modificaciones intro- 
ducidas en Comisión- que en sí mismo es un instrumento 
positivo y necesario. 


Por esa razón se replantea la reforma de las empresas del 
Estado por separado de la iniciativa del Poder Ejecutivo, pero 
con el ánimo de complementaria en aspectos que se juzgan de 
singular importancia. Ello resulta ahora más urgente que nun- 
ca. En la perspectiva del MERCOSUR, la necesidad de rees- 
tructurar el Estado y las empresas se transforma en un impera- 
tivo insoslayable para que podamos tener éxito. 


II. Objetivos. 
Dos propósitos principales inspiran este proyecto. 


En primer término, hacer que las empresas del Estado sean 
más eficientes. Para ello propone una modificación sustancial 
de su régimen jurídico, una actualización de sus métodos de 
gestión, una ampliación de su ámbito territorial y requisitos, 
muy severos, para la designación de directores. 


En segundo lugar, se plantea que estas empresas asuman 
un papel dinámico en el mercado de acciones y contribuyan 
así tanto al capitalismo popular -incluyendo empleados y 
usuarios- como a la canalización del ahorro a inversiones de 
riesgo. Se asocia a este aspecto la formación de fondos de 
seguridad social y la constitución de reservas técnicas de los 
organismos de previsión así como el ofrecimiento a los aho- 
rristas de opciones diferentes a las habituales colocaciones 
financieras en papeles del Estado. 


A los objetivos principales se añade la incorporación de 
los usuarios como un nuevo y relevante factor en el cuadro 
normativo de los Entes. 


El proyecto no ingresa directamente en la discusión acerca 
de la propiedad de las empresas, sin embargo puede tener 
efectos importantes en esa materia. Si las medidas propuestas 
son exitosas y los Entes adquieren mayor eficiencia, se podría 
argumentar que la privatización no es necesaria. Pero, al con- 
trario, la transformación del régimen jurídico, la emisión de 
acciones, la posibilidad de inversiones institucionales en las 
Entes y la propia mayor eficiencia podrían alentar el interés 
privado en formar parte preponderante en esas organizaciones 
y facilitar que esto pueda materializarse. 


CAMARA DE SENADORES CS.-35 


En tanto que el proyecto no prejuzga sobre el resultado, 
aspira a ser una propuesta satisfactoria para ambos puntos de 
vista. En efecto, hay un reconocimiento prácticamente unáni- 
me de que no es posible mantener sin cambios la actual es- 
tructura y funcionamiento de los Entes. Se propone aquí avan- 
zar en la modernización de los mismos y en su inserción en la 
dinámica real de la vida económica contemporánea, 


Esta tarea es impostergable, cualquiera que fuere la filoso- 
fía política que se tenga. Sobre el final del siglo, en un mundo 
estrechamente interrelacionado y competitivo, en el umbral de 
una revolucionaria integración regional, no cabe el lujo de 
mantener vastas porciones del patrimonio nacional encerradas 
en instituciones anacrónicas e ineficaces. No cabe tampoco, 
descartar por prejuicios ideológicos o eslóganes políticos las 
soluciones que, en todas partes del mundo, muestran el afloja- 
miento del centralismo estatista y el renacimiento de la inicia- 
tiva y de la libertad de todos los agentes de la sociedad. 


UL. Estrategia y método. 


El proyecto no tiene la pretensión de lograr por sí la reali- 
zación de sus objetivos sino iniciar firmemente un proceso 
que conduzca en esa dirección. A la vez, trata de asociar a ese 
proceso a diversos protagonistas relacionados con la materia, 
evitando las fórmulas unilaterales e inconsuitas. 


En lo que se refiere al régimen jurídico, el legislador seña- 
la el objetivo a lograr y bosqueja los lineamientos mínimos 
que ésta ha de tener, pero no entra, en esta etapa, en la formu- 
lación concreta. Ordena, sí, que los Entes, cada cual según sus 
características y experiencia, prepare un proyecto detallado de 
reformas. El Poder Ejecutivo interviene luego y por último lo 
hace nuevamente el Poder Legislativo. De esta manera, todos 
los organismos del Estado vinculados al tema pueden realizar 
su aporte. 


En algunos aspectos, sin embargo, se opta por avanzar más 
rápidamente, incluyendo disposiciones al efecto en el propio 
proyecto. Se trata del régimen de acciones, de las operaciones 
internacionales y de los usuarios. 


Los dos últimos son compatibles con el actual régimen 
jurídico por lo que no requieren mayor análisis desde este 
punto de vista. Además, ambos revisten por diferentes moti- 
vos, particular urgencia, En la perspectiva de la integración y 
de una economía mundial interrelacionada, nuestras empresas 
estatales tienen que tener amplias posibilidades de actuación 
internacional -no sólo en la región- sopena de quedar auto- 
marginadas de las corrientes dinámicas de los negocios. Los 
usuarios por su parte, merecen una pronta atención dentro de 
mecanismos específicos y con un fuerte respaldo legal: no es 
una concesión que se les hace Sino una obligación de los 
Entes que la ley sanciona. En este sentido, se abre el camino 
para desarrollar entre nosotros una tendencia de carácter uni- 
versal. 


La emisión de acciones, es una pieza central en la transfor- 
mación de las empresas y su establecimiento debe ser consi- 
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derado forzosamente en todas las reformas de los diversos 
Entes. De ahí que se la consagre desde el comienzo. Otra 
razón milita para que el régimen de acciones figure ya dis- 
puesto en este texto. Su aplicación requiere un tiempo apre- 
ciable de preparación y complejas operaciones, como el ava- 
lúo. En tanto la reforma del sistema normativo de los Entes 
prosigue, las operaciones necesarias para lanzar las acciones, 
pueden cumplirse paralelamente en base al mandato legal y 
así completar todo el sistema en un lapso más breve. 


La Comisión del Dominio Industrial y Comercial (la Co- 
misión) es un instrumento nuevo para coadyuvar en el desa- 
rrollo del proceso de transformación de las empresas del Esta- 
do, y tiene un papel importante en la estrategia planteada. En 
efecto, el proyecto define -como se dijo- los objetivos genera- 
les y traza los lineamientos de la reforma. 


La Comisión coopera en la marcha de las reformas, aseso- 
rando y también tomando iniciativas, pero sin poderes direc- 
tos de decisión. 


Su influencia dependerá del acierto con que sea integrada. 
El Proyecto establece ciertas condiciones para sus miembros a 
fin de incorporar experiencia y capacidad empresarial. Si su 
gestión es exitosa, podría ser además el embrión de un futuro 
holding estatal. 


IV. Empresas Eficientes. 


El objetivo de lograr empresas estatales más eficientes, 
como se dijo más arriba (supra II) se procura en el proyecto a 
través de medios diversos que se comentan sucintamente a 
continuación. 


La reforma del régimen jurídico de los Entes es esencial 
para permitirles operar con eficiencia y niveles adecuados de 
competitividad. No se postula ni se impone la aplicación lisa 
y llana del Derecho Privado pero tampoco se la descarta. 
Aunque esta es la solución que mejor contempla al propósito 
de otorgar a las empresas estatales condiciones análogas a las 
empresas privadas, no se quiso descartar otras posibles solu- 
ciones en función de las situaciones diversas de los Entes. 
Además, es posible imaginar formas de combinar, en un régi- 
men jurídico nuevo, elementos del Derecho Público y del 
Derecho Privado. En suma, el proyecto (artículo *) marca el 
objetivo y ordena iniciar el camino para lograrlo y da las 
pautas generales de la reforma, pero se abstiene de definir el 
contenido concreto de las soluciones. 


Los procedimientos de gestión y de producción de bie- 
nes y servicios deben mantenerse permanentemente actualiza- 
dos y sujetos a un proceso de revisión. La apertura a la com- 
petencia -impuesta por las necesidades del desarrollo y del 
propio contexto económico interno y externo- es la forma más 
eficaz de promover espontáneamente estas prácticas. No obs- 
tante, el proyecto aspira a fomentar dichos procedimientos 
desde ya, como una obligación jurídica sujeta al control del 
Poder Ejecutivo y del Poder Legislativo. Por lo demás, se 


CAMARA DE SENADORES 


14 de Mayo de 1991 


consagra así en la ley lo que ya varias de las empresas -justo 
es reconocerlo- ha comenzado a hacer. 


La habilitación de las operaciones internacionales, sin 
restricciones dentro de su giro, para todas las empresas del 
dominio es una medida obvia en un escenario internacional y 
regional crecientemente internacionalizado que ha llevado ya 
a varias de las empresas a emprender acciones de esta natura- 
leza. Confinarlas al ámbito doméstico o franqucarles la salida 
por medios complicados, implicaría colocar a los Entes en 
evidente desventaja y privarlos de incalculables oportunidades 
de desarrollo, 


Los requisitos severos para la designación de directores 
atienden a un reclamo generalizado en los más diversos secto- 
res políticos económicos y sociales. Indudablemente, un nivel 
superior de exigencia en esta materia contribuirá a una mejor 
gestión. Es claro que la aplicación de estos criterios u otros 
similares podría efectuarse sin necesidad de ley, pero esta es 
la que brinda la garantía más segura de que así se hará en 
todos los casos y en forma objetiva e imparcial. Conviene 
aclarar que una selección más exigente de los directores no es 
de suyo la solución y podría incluso hacer pensar erróneamen- 
te que con ello, sería posible concentrar más en los directorios 
la conducción de los Entes. Al contrario, será preciso que el 
nuevo régimen jurídico fortalezca la delegación de funciones 
y la actuación de funcionarios ejecutivos con vastos poderes, 
como es normal en las empresas privadas exitosas. 


Y. Régimen de Acciones. 


El establecimiento de un régimen de acciones representati- 
vas de capital es un elemento central de la reforma, por varios 
fundamentos: , 


a. Determina por sí solo tanto el carácter de las reformas 
cuanto la naturaleza de las empresas y de su oOrganiza- 
ción. 


b. Habilita el movimiento de capitales de y hacia esas 
empresas, dentro de los límites constitucionales. 


c. Inicia la participación de los empleados y obreros de 
los Entes en sus respectivos capitales y en las utilida- 
des consiguientes. Se aspira, también, a que los usua- 
rios disfruten de análoga posibilidad. 


d. Abre el camino para tonificar el mercado de valores, 
ofrece a los ahorristas una opción estatal diferente de 
las colocaciones financieras y es el punto de partida de 
un capitalismo popular. 


e. Los inversionistas institucionales, en especial los fon- 
dos -existentes y los que se creen- de seguridad social 
pueden encontrar aquí un destino satisfactorio. 


f. Los propios Entes pueden realizar colocaciones entre 
sí, agregándose a ellos las personas públicas no estata- 
les. 
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Más allá de las reformas en las empresas públicas, la intro- 
ducción de mecanismos concretos para iniciar el desarrollo 
del capitalismo popular constituye un elemento de la mayor 
importancia. La experiencia de las más exitosas naciones de 
Occidente muestra la difusión del capital en el pueblo y a 
miles de propietarios de acciones de las grandes compañías. 
Estas, sólo en algunas ocasiones pertenecen a un núcleo chico 
de “dueños” en sentido tradicional y son los ahorristas peque- 
ños quienes gravitan cada vez en mayor medida, a través de 
inversionistas colectivos, así como a través de los fondos de 
pensiones y seguridad social. El capital deja de ser, cada vez 
en mayor medida, el coto propio de un reducido grupo de 
personas para difundirse en el pueblo. Se aspira, por medio 
del proyecto, a poner en movimiento entre nosotros, a nuestra 
escala, un proceso semejante, socialmente positivo y econó- 
micamente estimulante. 


Al mismo tiempo, se establece una vía para que los fondos 
de previsión social puedan participar en las empresas públicas 
y colocar sus reservas en acciones. De esta manera, se crea un 
vínculo entre el ahorro de la comunidad para las jubilaciones 
y pensiones y el dominio industrial y comercial para recompo- 
ner el sistema de capitalización en la seguridad social. Se 
ingresa, así, también, en la fase de las inversiones institucio- 
nales, las que facilitan la difusión de capital en toda la socie- 
dad. 


VI. Usuarios. 


La situación de los usuarios es encarada en dos planos. Por 
una lado, se intenta abrir la opción para que ellos participen 
como accionistas en la titularidad de las empresas. Desde otro 
punto de vista, se procura integrarlos al sistema de controles 
institucionales y al control de calidad de la producción de 
bienes y servicios. 


En este último aspecto, la reglamentación y los propios 
Entes elaboran las fórmulas concretas, en el marco de la ley. 
Se ha cuidado que la intervención de los usuarios no implique 
subvertir la organización de los Entes. La selección por sorteo 
que impone el proyecto tiende a evitar la politización. 


VII. Consideraciones Finales. 


El proyecto probablemente cuestiona algunas concepcio- 
nes difundidas y arraigadas en nuestro medio y, sobre todo, 
cuestiona la tendencia a no introducir cambios demasiado 
drásticos. Ello generará, sin duda, una natural resistencia. 


Sin embargo, es necesario proceder así. Más allá de los 
resultados contables de las empresas y de muchos y valiosos 
esfuerzos realizados en el seno de éstas para modernizarlas, se 
requiere una radical transformación de su estructura y de sus 
operaciones, una efectiva integración de los Entes del domi- 
nio al mundo real de los negocios, la competencia, el capita- 
lismo y la dimensión internacional. 


Lamentablemente, la evolución de la Sección constitucio- 
nal dedicada a los Entes ha creado un régimen que, diseñado 
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para estructurar y fortalecer estas entidades, paradojalmente, 
ha terminado por debilitarlas, encerrándolas en una red de 
limitaciones. En su contexto, ni resultan atractivas para el 
capital privado ni están en condiciones de generarlo por sí 
mismas. Mientras tanto, carecen de la inversión necesaria y se 
retrasan tecnológicamente, castigando a los usuarios y a la 
propia comunidad en su conjunto. 


El proyecto trata de cambiar esta situación, dentro del 
ordenamiento constitucional vigente, explorando las posibili- 
dades que este ofrece y que aún no se han utilizado. En una 
reforma constitucional, un retorno a la sabia norma del artícu- 
lo 100 de la Constitución de 1919, sería la mejor solución. 


Finalmente, reafirmando conceptos ya expuestos, el pro- 
yecto, de no existir el capítulo de normas generales del pro- 
yecto del Poder Ejecutivo (de 13/10/90), habría incluido dis- 
posiciones de análogo carácter y habría también inclu'*o las 
normas habilitantes que este contiene para que ANTEL, 
PLUNA y la ANP puedan ingresar en empresas privadas se- 
gún el artículo 188 de la Constitución. Las circunstancias ya 
anotadas del trámite parlamentario y la voluntad política del 
Poder Ejecutivo de avanzar con ese proyecto, son los elemen- 
tos determinantes de una iniciativa separada, pero también in- 
equívocamente orientada a la transformación de las empresas 
estatales, proveyéndoles del más amplio espectro posible de 
operaciones y habilitándolas para competir eficazmente si ese 
fuera el caso. 


Juan Carlos Blanco. Senador 
PROYECTO DE LEY 


SOBRE REFORMAS EN LAS EMPRESAS PUBLICAS 
Artículo 1%, - Régimen Jurídico. 


1. Los Entes Autónomos y Servicios Descentralizados de 
carácter industrial y comercial (los Entes) proyectarán 
modificaciones a sus respectivos regímenes jurídicos 
con el objeto de adquirir una capacidad operativa y un 
funcionamiento no menos eficiente que el de las em- 
presas privadas. Se regirán por el Derecho Privado en 
todo aquello que no esté expresamente prohibido por la 
Constitución de la República. Las reformas integrarán 
a la estructura normativa de cada Ente el sistema de 
acciones establecido en el artículo 2. 


2. Las reformas se ajustarán a los lineamientos siguientes: 
a. Establecimiento de un régimen jurídico similar al 
de las empresas privadas, de acuerdo con el nume- 


ral 1. 


b. Adecuada atención a las características específicas 
de cada Ente. 
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c. Posibilidad de participación en el capital de los En- 
tes, bajo la forma de acciones, de: 


i. Sus funcionarios. 
ii. Personas públicas estatales y no estatales. 
iii. Ahorristas e inversionistas privados. 


Se observará lo dispuesto en el artículo 188 de la 
Constitución en lo que atañe a la participación de 
capital privado. 


d. Racionalización y simplificación de los trámites in- 
ternos, acorde con el carácter industrial y comercial 
de los organismos y de las necesidades determina- 
das por su giro. 


. Los proyectos serán elevados al Poder Ejecutivo dentro 


de los ...días de promulgada esta ley. El Poder Ejecuti- 
vo, con el asesoramiento de la Comisión establecida en 
el artículo 7 y escuchando a los respectivos Entes, dará 
el contenido y la forma definitivos a los proyectos y los 
arrobará si se tratare de materia de su competencia, o, 
en su caso, los someterá al Poder Legislativo. 


. Si los proyectos no fueren elevados en el plazo indica- 


do en el numeral 3., el Poder Ejecutivo podrá prorrogar 
dicho plazo o formular los proyectos por sí con el ase- 
soramiento de la Comisión del artículo 7. 


Art. 2*, - Acciones. 


1 


Los Entes podrán emitir acciones representativas de 
sus respectivos patrimonios actuales así como para la 
ampliación de éstos, de acuerdo con las reglas que se 
establecen a continuación. 


, Habrá un avalúo del patrimonio, previo a la emisión de 


acciones, que requerirá la aprobación del Poder Ejecu- 
tivo. El avalúo tomará en consideración el dictamen 
del Tribunal de Cuentas y la opinión de dos firmas pri- 
vadas independientes y se ajustará a las prácticas habi- 
tualmente reconocidas en la materia. 


. Cada emisión de acciones deberá ser autorizada por el 


Poder Ejecutivo luego de practicado el avalúo a que se 
refiere el numeral anterior. La autorización será conce- 
dida o no según la apreciación de conveniencia que 
haga el Poder Ejecutivo, 


. Las acciones emitidas pertenecerán en su totalidad al 


Estado y no podrán ser enajenadas excepto que se pro- 
ceda de conformidad con el artículo 188 de la Consti- 
tución o que se trate del caso previsto en el numeral 5 
siguiente. 


. Los Entes y las personas públicas no estatales podrán 


suscribir, integrar y adquirir acciones entre sí. El BPS, 
el BSE y las personas públicas y privadas que adminis- 
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traren fondos de seguridad social podrán invertir sus 
reservas y demás fondos con los que operan en accio- 
nes emitidas por los Entes o por personas públicas. 


. Las acciones podrán cotizarse en la Bolsa de Valores 


siempre que se hubiera dado cumplimiento al artículo 
188 de la Constitución. 


Art. 3*. - Operaciones Internacionales. 


Los Entes podrán realizar actividades de su giro en el 
exterior de la República. 


Art. 42. - Aspectos Técnicos y de Gestión. 


1. 


Los Entes revisarán sus procedimientos de gestión y de 
producción de bienes y servicios y los mantendrán ac- 
tualizados, a fin de adecuarlos a patrones generalmente 
aceptados a nivel internacional para empresas privadas 
de giro y características similares. Establecerán, asi- 
mismo, en coordinación con la Oficina de Planeamien- 
to y Presupuesto y con la Oficina Nacional del Servicio 
Civil, sistemas de evaluación de dichos aspectos. 


. Los organismos mencionados informarán al Poder Eje- 


cutivo de lo actuado en cumplimiento de lo dispuesto 
en el numeral 1., con la periodicidad que determine la 
reglamentación. 


. El Poder Ejecutivo, sin perjuicio del ejercicio de las 


facultades establecidas en el artículo 197 de la Consti- 
tución, informará anualmente a la Asamblea General 
acerca de esta materia, acompañando elementos que 
permitan apreciar la evolución registrada de la misma. 


Art. 5%, - Usuarios. 


Las actividades de los Entes deberán tomar en cuenta los 
derechos de los usuarios. La reglamentación establecerá los 
medios para proteger tales derechos, asegurar la libertad de 
opción del usuario, determinar el control de calidad de los 
bienes y servicios producidos por los Entes y fijar requisitos 
necesarios de los mismos para ingresar al mercado. Podrá, 
asimismo, constituir comisiones de usuarios para cooperar en 
esas actividades, elegidas por sorteo entre quienes reúnan con- 
diciones apropiadas y con un régimen adecuado de renova- 


ción. 


Art. 6*. - Designación de Directores 


1. 


La designación de los miembros de los Directorios de 
los Entes sólo podrá recaer sobre personas que reúnan 
al menos una de las condiciones siguientes: 


a. Cinco años como mínimo en la calidad de director, 
ejecutivo de nivel gerencial o asesor principal de 
una empresa pública o privada, de giro y magnitud 
significativos. 


b. Haber sido Ministro de Estado por un lapso no infe- 
rior a tres años. 
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c. Profesional universitario cuya carrera se relacione 
con el giro del Ente de que se trate. 


2. No podrán ser designados para Directorios de los En- 
tes: 


a. Quienes se hubieran desempeñado como tales du- 
rante ocho o más años en forma continua o discon- 
tinua en los dos períodos de gobierno precedentes al 
del nombramiento. Esta prohibición no rige para los 
Presidentes del BCU Y BROU. 


b. Quienes hubieran sido candidatos a cualquier cargo 
electivo, como titular o suplente, en las elecciones 
precedentes a la designación. 


c. Quienes hubieran desempañado funciones directi- 
vas o de particular relieve en partidos políticos, sin- 
dicatos u organizaciones gremiales, durante los cin- 
co años anteriores a la designación. Esta prohibi- 
ción no comprende a los asesores técnicos. 


Art. 72, - Comisión del Dominio Industrial y Comercial 
del Estado. 


1. Habrá una Comisión del Dominio Industrial y Comer- 
cial del Estado, integrada por siete miembros designa- 
dos por el Poder Ejecutivo, Tendrá carácter honorario. 
Los miembros de la Comisión deberán reunir, colecti- 
vamente, probada experiencia y aptitud en funciones 
de gobierno, administración, economía, negocios y 
empresa. 


2. Los cometidos de la Comisión serán: 


a. Asesorar al Poder Ejecutivo en el ejercicio de sus 
facultades constitucionales y legales en relación a 
los Entes. 


b. Proponer al Poder Ejecutivo iniciativas relaciona- 
das con el dominio industrial y comercial del Esta- 
do. 


c. Estudiar y proponer al Poder Ejecutivo fórmulas de 
participación en el capital de los Entes de acuerdo 
con el artículo 2, numeral 2.c. y, en general, medios 
para promover el capitalismo popular y el desarro- 
llo del mercado de acciones. 


d. Los demás que le confiera el Poder Ejecutivo den- 
tro de su competencia o que le asignan esta u otras 
leyes. 


3. La Oficina de Planeamiento y Presupuesto brindará a 
la Comisión los medios necesarios para actuar. Los or- 
ganismos públicos deberán prestarle apoyo y responder 
a sus pedidos de información. 


La Comisión podrá, asimismo, requerir la cooperación del 
sector privado. 
Juan Carlos Blanco. Senador” 
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6) PEQUEÑOS PRODUCTORES DEL DEPARTAMEN- 
TO DE SORIANO, Diversos aspectos positivos y nega- 
tivos que se detectan en su zona de influencia. 


SEÑOR ARANA, - En el día de hoy, deseo plantear algu- 
nas dificultades que están padeciendo productores del departa- 
mento de Soriano, que se encuentran nucleados en la Socie- 
dad de Fomento Rural “La Concordia”. 


En primer término, quiero hacer hincapié en el reclamo de 
estos productores relacionado con la adjudicación de un cam- 
po a utilizar para la recría de animales afectados a la produc- 
ción lechera. Dicho campo, fue solicitado al Instituto Nacio- 
nal de Colonización y adjudicado, según nos informan, a tra- 
vés de una resolución que se remonta al año 1987. Sin embar- 
go, hasta este momento no se ha instrumentado dicha resolu- 
ción. 


Por otro lado, es de destacar la importancia -y esto us co- 
nocido a nivel nacional- que los campos de recría tienen para 
la producción lechera. Es más, las experiencias realizadas en 
el resto del país así lo indican -al igual que en el departamento 
de Soriano- sobre todo en lo que tiene que ver con los peque- 
fos productores. Además, cabe destacar que en esta zona en 
particular existen 26 tambos con una superficie promedio de 
60 6 70 hectáreas cada uno. 


Pienso que en este momento en que nos encontramos abo- 
cados al tema de la integración, parece necesario apoyar a 
este sector de la industria láctea que a través de los últimos 
años ha dado muestras inequívocas de significativos avances. 


Por otra parte, señor Presidente, deseo hacer notar las 
preocupaciones que en forma reiterada nos manifiestan los 
productores del interior del país, porque existe temor de que 
se viabilicen resoluciones que pueden ser tremendamente per- 
judiciales para los pequeños y medianos productores, particu- 
larmente para aquellos que se dedican a la industria láctea y 
producción de ganado lechero. Concretamente, su preocupa- 
ción se centra en la liberalización de los arrendamientos rura- 
les, 


Por otro lado, quisiera plantear dos aspectos complementa- 
rios. Uno de ellos tiene que ver con el estado de los caminos 
vecinales de la zona, que están muy deteriorados y originan 
frecuentes dificultades, muchas veces insalvables para el pro- 
ductor. El segundo aspecto, se relaciona con la locomoción 
que afecta a las familias afincadas en esa zona y, en forma 
muy particular, a los estudiantes ya que a menudo las defi- 
ciencias que existen impiden el acceso a liceos, escuelas, y 
centros de la Universidad del Trabajo. 


Asimismo, las dificultades que se presentan, según se nos 
ha informado, son de dos tipos. Por un lado existe falta de co- 
ordinación en los horarios de estos transportes colectivos con 
los de entrada y salida de los centros de enseñanza y, por otro, 
el elevado costo del boleto -lo consideran muy elevado- que 
actualmente asciende a N$ 50.000 mensuales para recorrer 
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una distancia de 15 kilómetros. Esta cifra implica un costo 
imposible de solventar para muchas familias que tienen ingre- 
sos bastante limitados, sobre todo para aquellas con un núme- 
ro de hijos relativamente alto. 


Todo esto tiene una gran incidencia en el alto porcentaje 
-que se ha ido verificando- de deserción en la masa estudian- 
til. Esto constituye un hecho preocupante no sólo en lo que 
respecta a las familias afectadas, sino también porque limita 
el necesario desarrollo que a la acuerdo a la opinión de todos 
los sectores del país resulta imprescindible para adecuarnos a 
este gran desafío que enfrenta el país debido a su inserción en 
el MERCOSUR. 


Al mismo tiempo, quisiera destacar algunos hechos parti- 
cularmente positivos que he detectado, precisamente en esta 
zona del departamento. 


En primer lugar, deseo subrayar la forma en que viene 
actuando la Escuela Agraria de Alternancia en La Concordia 
por cuanto estimula a las familias que allí viven a que capaci- 
ten a sus hijos, así como a la radicación del productor rural a 
su suelo, 


Quiero resaltar también la labor del Banco Cooperativo 
Ovino de la Agraciada en lo que tiene que ver con el estímulo 
a la presencia del productor en la zona y con el incentivo para 
su perfeccionamiento productivo. A esto se agrega el apoyo, 
facilitando su supervivencia económica, a aquellos que no han 
sido suficientemente asistidos por el Banco de la República y 
que, aún hoy, están sometidos a las dificultades y angustias 
del endeudamiento interno. 


Asimismo, voy a señalar algunas experiencias novedosas 
en la zona de “El Bizcocho” que convendría seguir con mucha 
atención. Una es la que tiene relación con campos de recría, 
de funcionamiento particularmente interesante en cuanto a la 
forma de pago, de acuerdo con este régimen, en los negocios 
no se compromete dinero sino parte de la ganancia de los 
propios productores. Otra es la de los cultivos por riego, lo 
que demuestra la capacidad productiva de quienes están afin- 
cados allí, así como de asesoramiento de técnicos dinámicos y 
progresistas en el país. 


Por lo expuesto, solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras se pase a los Ministerios de Ganadería, Agricultura y 
Pesca y de Transporte y Obras Públicas, a la Intendencia Mu- 
nicipal y a la Junta Departamental de Soriano y al Instituto 
Nacional de Colonización. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar el trámite solicita- 
do. 


(Se vota:) 


-17 en 17. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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7) LEY N? 16.127 DE AGOSTO DE 1990. Ex funcionarios 
que oportunamente se acogieron a su régimen de estí- 
mulos. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor Cassina. 


SEÑOR CASSINA. - Señor Presidente: varios ex funcio- 
narios públicos que oportunamente se acogieron al régimen de 
estímulos previsto en la Ley N* 16.127 de agosto de 1990 por 
la que, entre Otras cosas, se establece que aquellos funciona- 
rios sin causal jubilatoria que renunciaran a la función pública 
percibían del Estado una compensación al contado y en efecti- 
vo equivalente a doce sueldos, luego de algunos meses de 
haber presentado su renuncia y ésta haber sido aceptada, aún 
hoy no han percibido beneficio alguno conforme a lo que la 
ley ha previsto. 


Según se me ha informado, se encuentran en esta situación 
numerosos funcionarios de la Administración Central. Sin 
embargo, este problema no se plantea en aquellos organismos 
con recursos propios donde, en algunos casos, el pago del 
estímulo se hizo efectivo en el mismo instante de la presenta- 
ción de la renuncia. 


Me consta que hay funcionarios que presentaron su renun- 
cia, que ha sido aceptada, hace aproximadamente siete meses. 
Por lo tanto, no figuran más en planilla, no prestan más fun- 
ciones y, por cierto, no perciben más los sueldos. No obstante 
ello, hasta este momento no han cobrado los doce sueldos al 
contado, como corresponde, de acuerdo con lo que establece 
la ley, ni siquiera cierta cantidad como adelanto a cuenta de lo 
que, por otra parte, constituiría un procedimiento que la ley 
no prevé. 


Como se comprenderá, esta situación plantea a algunos 
funcionarios perjuicios de orden económico de significación 
porque muchos de ellos, o casi todos los que renunciaron, al 
no tener causal jubilatoria, sin duda tomaron esa decisión con 
el propósito de encarar o mantener actividades de carácter 
privado para lo que la suma prevista representaba un elemento 
fundamental. En la medida en que dicho estímulo no ha sido 
percibido muchos funcionarios han contraído deudas con dis- 
tintos bancos, lo que genera el pago de intereses. Además, se 
ha planteado una situación discriminatoria entre estos trabaja- 
dores, ya que para algunos la ley se ha aplicado con la puntua- 
lidad que las normas disponen mientras que otros están espe- 
rando sin saber en qué momento la Administración efectiviza- 
rá el pago. Ante las consultas que hicieron en aquellos orga- 
nismos de que dependieron -por ejemplo el Ministerio de Ga- 
nadería, Agricultura y Pesca- se les respondió que no se esta- 
ba en condiciones de asegurar en qué momento la Administra- 
ción habría de cumplir con el pago de los haberes adeudados. 


La situación es realmente insostenible para estos funciona- 
rios -o por lo menos para algunos de ellos- y entrafla una 
violación del texto de la ley, que debe ser corregida rápida- 
mente. Por otra parte, nos parece que el tratamiento que estos 
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ex funcionarios están recibiendo llevaría a que, si en el futuro 
se contemplara la posibilidad de restablecer los mecanismos 
de esta ley para disminuir el número de funcionarios públicos, 
muchos tuvieran una explicable reticencia a acogerse a este 
tipo de estímulos. 


Creo que esta situación irregular debe solucionarse de in- 
mediato y, en tal sentido, solicito que la versión taquigráfica 
de mis palabras sea puesta en conocimiento del Poder Ejecuti- 
vo a través del Ministerio de Economía y Finanzas, de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto y de la Dirección Na- 
cional del Servicio Civil. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar el trámite solicita- 
do. 


(Se vota:) 
-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


8) TRATADO DEL MERCADO COMUN DEL SUR 
-MERCOSUR- Y SUS CINCO ANEXOS. Su ratifica- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entra al orden del día 
con la consideración del proyecto de ley por el que se ratifica 
el Tratado del Mercado Común del Sur -MERCOSUR- y sus 
cinco Anexos. (Carp. N* 428/91 - Rep. N* 199/91 - Anexos l y 
ID. 


(Antecedentes: ver 10* S.O.) 
-Continúa en discusión general. 
Tiene la palabra el señor senador Pérez. 


SEÑOR PEREZ. - Sefor Presidente: con respecto a la 
integración de América Latina nuestra posición fue, desde 
siempre, totalmente clara. 


Los países de esta zona no podrán, de ninguna manera, 
salir de su desarrollo si no se unen. Cuando hablamos de 
unimos, nos estamos refiriendo a todos los aspectos: cultura- 
les, educativos, tecnológicos y sociales, pero, teniendo claro 
que la base del funcionamiento consolidado debe partir de la 
búsqueda de intereses económicos comunes que beneficien a 
la población. 


América Latina ha tenido que sufrir, y sufre actualmente, 
el atraso y la miseria que se manifiestan en cifras alarmantes 
que refieren a la subalimentación de niños abandonados. En el 
continente hay alrededor de 100:000.000 de niños que traba- 
jan o viven en la calle y cada día en América Latina mueren 
de hambre aproximadamente 200 niños. Gran parte de la po- 
blación del continente no tiene educación; se cuenta con tasas 
de desocupación muy elevadas y, además, con una emigración 
que ha invertido el proceso iniciado con el descubrimiento de 
América hace 500 años. Se trata de latinoamericanos buscan- 
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do un mejor destino fuera de su patria, marginados, en mu- 
chos casos, de las sociedades en donde viven, condenados a 
realizar los peores trabajos. 


Nuestro país no ha escapado de esta realidad y casi una de 


cada diez familias tiene un hijo residiendo en el exterior. 


Recientemente nos enteramos, a través de un informe en la 
prensa, que 280.000 niños uruguayos viven en situación de 
total pobreza. Se trata de dos de cada cinco niños uruguayos, 
a los que vemos todos los días con rostros de hambre, de 
abandono y sobre todo de desesperanza. 


Mientras los países industrializados terminaron 1990 con 
un crecimiento sostenido, por octavo año consecutivo, Améri- 
ca Latina culminó la década de los 80 con estancamiento o 
recesión, agudización de los procesos inflacionarios, profundi- 
zación de los desajustes macro-económicos, caída de k-< nive- 
les de importación, de consumo y de inversión sin preceden- 
tes, transfiriendo sistemáticamente recursos al exterior por 
medio de los servicios de la deuda externa que hoy alcanza a 
U$S 450.000:000.000; no en vano se le ha llamado la “década 
perdida”. 


El propio doctor Carlos Pérez del Castillo ha dicho que: 
estas circunstancias han llevado al deterioro extraordinario en 
las condiciones de vida de nuestro pueblo, así como a una 
pérdida de autonomía por parte de muchos de los Gobiernos 
de la región en el manejo de sus políticas. 


En ocasión de celebrar el 22? Congreso de nuestro Partido, 
decíamos que somos partidarios de la integración regional y 
subregional; pero, de todas maneras, entendemos que debe ser 
productiva y no solamente comercial. Queremos la integra- 
ción para acrecentar la producción y la industria en el marco 
de un proyecto de desarrollo realmente nacional. Asimismo, 
aspiramos a que la integración sea la esperanza de este Uru- 
guay que se está muriendo por el estancamiento productivo, 
por la desocupación, por la emigración y por el envejecimien- 
to de la población. 


Aún no se han realizado los estudios necesarios para ini- 
ciar un proceso tan renovador y, en cierto modo, no deja de 
ser sintomático que de los cuatro países, el nuestro sea el 
primer Parlamento que va a aprobar el Tratado. Por lo que 
sabemos todavía no se ha planteado la proximidad de un pro- 
nunciamiento sobre este tema en los Parlamentos de Brasil y 
Argentina, Inclusive, las autoridades de Gobierno han recono- 
cido que nos vimos obligados a incorporarnos por la profundi- 
zación del proceso integrador entre Argentina y Brasil ya que 
quedamos fuera hubiera provocado un desastre económico y, 
sobre todo, perder las ventajas de los acuerdos del CAUCE y 
del PEC. 


Por otro lado, tenemos un plazo muy corto para tomar las 
medidas necesarias que, según lo han manifestado mis compa- 
ñeros de bancada del Frente Amplio, no son solamente de 
reconversión sino un cambio fundamental en las orientaciones 
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económicas, que nos permita estar a la altura de lo que 
es imprescindible para avanzar efectivamente en el 
MERCOSUR. Nosotros, también trataremos de encarar con 
seriedad este tema, partiendo de la base de que si no se toman 
las medidas adecuadas el MERCOSUR sería totalmente nega- 
tivo para la población que, por cierto, ya tiene muchos proble- 
mas. Encararemos su estudio con un profundo sentimiento 
positivo porque sabemos que contamos con la población del 
país que, una vez más, está dispuesta a apostar a salvar al 
Uruguay, a hacerlo progresar e integrarlo positivamente en el 
MERCOSUR, modificando la situación actual. . 


En cuanto a este Tratado, nos preocupa más lo que no 
dice, lo que no figura en su texto. Por ejemplo, nos preocupa 
lo que no se dice del Tratado entre Brasil y Argentina. Por lo 
que captamos a través de la prensa de esos países, las referen- 
cias en torno a este tema se hacen a sus acuerdos. El diario 
“La Renública” publicó una nota realizada al señor Ministro 
de Economía argentino que se dirigía a un auditorio de empre- 
sarios argentinos y brasileños. Según la crónica, se manifestó 
sumamente optimista con respecto a la marcha del proceso de 
integración con Brasil y recomendó la unión argentino-brasi- 
leña pa:.: negociar en forma conjunta un acuerdo de comercio 
con los Estados Unidos de América. Ello se realizó sin con- 
sultar a los gobiernos paraguayo y uruguayo. 


Además, el Tratado dice muy poco de los problemas so- 
ciales y laborales que, por cierto, nos preocupan como un 
elemento prioritario. Por ello, hemos leído con atención el 
planteamiento formulado por lo trabajadores representados 
por el PIT-CNT en el seno de la Comisión Especial de este 


Cuerpo. 


Es evidente que necesitamos una política de seguridad so- 
cial y laboral en la perspectiva del MERCOSUR que incluya, 
entre otros, un proceso de reeducación profesional. Nos pre- 
guntamos: ¿Están previstos los recursos para los organismos 
especializados ya existentes y los que deben crearse para que 
pueda darse este proceso? 


Todos los especialistas consideran que este proceso puede 
traer aparejados problemas sicológicos traumáticos a todo el 
espectro social. ¿Están previstos los mecanismos para atender 
estos problemas? ¿Se ha previsto la sincronización del sistema 
de seguridad social, las normas con respecto al tránsito de los 
trabajadores de un país a otro, las garantías para que no pier- 
dan sus jubilaciones y para que los acuerdos no vayan en su 
detrimento, partiendo no ya de la base de aplicar los salarios 
más bajos sino de que las principales conquistas obtenidas por 
los asalariados, de cada uno de los cuatro países, sean las que 
posibiliten la unificación de la legislación laboral? Es eviden- 
te que en manera alguna queremos que el proceso de integra- 
ción repose sobre el sacrificio de los trabajadores y sus fami- 
lias, cuya situación es de por sí cruda sin el MERCOSUR, y 
que podría llegar a ser trágica sin una modificación adecuada 
de las políticas sociales. 


A nivel del Ministerio de Relaciones Exteriores se ha ex- 
presado que muchos trabajadores quedarán por el camino, 
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mientras que otros accederían a los puestos que se van a crear, 
Consideramos que es necesario preparar a los trabajadores 
para esos nuevos puestos, pero sin dejar en la calle a quienes 
ya están trabajando. 


Por otra parte, no compartimos el optimismo del Presiden- 
te de la Cámara de Industrias cuando, en la visita a la central 
obrera, dijo que mediante el MERCOSUR se lograrían 
120.000 nuevos empleos, en virtud de la posibilidad de contar 
con un mercado de aproximadamente 120:000,000 de consu- 
midores. Pero, ¿no scrá a la inversa si no nos preparamos 
adecuadamente? Estos 100:000.000 6 120:000.000 de habitan- 
tes, ¿no conquistarán por el contrario un mercado de 
3:000.000 de consumidores en función de la relación existente 
entre una y otra economía? Entendemos que el papel del Esta- 
do en esta materia es realmente vital para llevar a cabo un 
proceso complejísimo y que es necesario concretar en plazos 
históricamente brevísimos, como el previsto de tres años. 


No debemos olvidar que estamos viviendo un momento de 
desocupación, de retroceso económico, con dramas como el 
de la empresa ONDA, que apreciamos en el día de ayer, o con 
situaciones difíciles como las que enfrentan los trabajadores 
de “La Aurora S.A.” y de otras firmas. Estimamos que todos 
estos problemas deben ser resueltos con rapidez. Es necesario 
controlar, por ejemplo, la inversión -que debe haberla- para 
planificar y tecnificar la industria y el agro; se han dado casos 
en nuestro país de empresas que han recibido créditos, pero 
que después quiebraí y quedan sus trabajadores desocupados, 
a pesar de que ios respectivos empresarios siguen siendo ri- 
cos. La tecnología que se requiera debe ser la que convenga al 
Uruguay y para ello el Estado debe invertir en educación, en 
ciencia y en tecnología. Por estas razones, entendemos que el 
papel del Estado es fundamental en el proceso de integración. 


Asimismo, creemos que se deben modificar los planes de 
reforma del Estado para fortalecer los entes estatales y los 
medios de que se dispone para facilitar la prosperidad de la 
industria, del agro y del conjunto de la economía del país a los 
efectos de ingresar al MERCOSUR en las mejores condicio- 
nes. 


Consideramos que se debe tomar muy en cuenta lo que 
plantearon los trabajadores en el seno de la Comisión en cuan- 
to a establecer una carta de derechos de los trabajadores. Esta 
debe ser instrumentada en un área social, con participación 
del PIT-CNT, de los trabajadores, de las fuerzas sociales de la 
República, del Gobierno, de las fuerzas políticas, de la Uni- 
versidad, etcétera. El mantenimiento de los derechos de los 
trabajadores es algo prioritario para e) PIT-CNT, para las or- 
ganizaciones sociales, los frenteamplistas -que nos considera- 
mos parte .de los trabajadores- y el conjunto de las fuerzas 
políticas del país, pero estimamos que, en primer término, es 
el Gobierno quien debe encargarse de esa defensa frente a los 
otros gobiernos a fin de unificar un criterio que garantice que 
no va a quedar un solo trabajador desocupado y que no se van 
a vulnerar sus derechos. Debemos evitar que a nuestros traba- 
jadores les suceda lo que a buena parte de sus colegas en los 
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otros países, quienes no gozan -como lo demostraremos a 
continuación- de los mínimos derechos. 


Además, hay que tener presente lo que ya está ocurriendo. 
Por ejemplo, la fábrica Philips ya ha despedido a 40 trabaja- 
dores entre los que, no por casualidad, están incluidos todos 
los de la dirección sindical. Esto obedece, según dicen, a la 
reestructura prevista a raíz del MERCOSUR, que determina 
que no se fabriquen más videograbadores aquí. Está en cono- 
cimiento de la Central un informe de la gerencia regional de 
la misma empresa en América Latina por el que se trasmite a 
su casa matriz en Holanda la reestructura que se plantea. Allí 
se incluye no solamente lo relativo a la fabricación de video- 
grabadores en Uruguay -que ya mencioné- sino también el 
inminente cierre de la misma línea de armado en Brasil, en 
razón de lo cual van a quedar sin trabajo 23.000 trabajadores, 
de los cuales 12.000 ya han sido despedidos en ese país. 


También se han formulado planteamientos en la Fábrica 
Nacional de Papel. En una reunión con el PIT-CNT, la empre- 
sa argumentó que era necesario realizar una reconversión para 
ingresar al MERCOSUR, por lo que tendría que reducir el 
personal. Sin embargo, tal vez el caso más lamentable sea el 
referido a la empresa CALNU, cuyo gerente general, en un 
programa de televisión en Bella Unión, planteó que el proble- 
ma del azúcar en nuestro país se iba a solucionar porque los 
trabajadores uruguayos serían suplantados por brasileños, que 
cobran mucho menos. 


SEÑOR RICALDONTI. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR PEREZ. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - El Senado sabe que soy asesor 
letrado de CALNU. 


Pediría al señor senador Pérez que repasara cuidadosamen- 
te la versión de las palabras pronunciadas por el gerente gene- 
ral de CALNU, contador Santías, porque él no dijo lo que él 
está expresando. Lo que señaló el contador Santías fue que 
había que tener mucho cuidado en la coordinación de las 
políticas macroeconómicas -no estoy citando textualmente sus 
palabras sino el sentido de lo que manifestó- porque una de 
las variables que puede crear artificialmente la apariencia de 
eficiencia extranjera frente a ineficiencia uruguaya es la que 
se refiere a los salarios. Por ejemplo, en el caso de los trabaja- 
dores agrícolas, es decir, de los cortadores de caña, si en 
nuestro país se paga de ocho a diez veces más que en el 
nordeste brasileño, es evidente que a la industria nacional le 
va a resultar difícil competir con la brasileña, habida cuenta, 
además, de las diferencias de clima, que en nuestro caso obli- 
gan al riego artificial. 


Lo que deseo aclarar al señor senador Pérez es que en 
modo alguno, ni directa ni indirectamente, el gerente general 
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de CALNU planicó que la subsistencia de la industria azuca- 
rera en el país requiere, como condición imprescindible, redu- 
cir los salarios uruguayos. Simplemente planteó un problema 
de coordinación de políticas macroeconómicas que de ningu- 
na manera -y conozco la forma de pensar del contador Santías 
y de los demás integrantes de CALNU- supone disminuir los 
salarios sino, por el contrario, mantenerlos y, en lo posible, 
aumentar sus conquistas sociales, que son de las más avanza- 
das dentro de las áreas rurales y agroindustriales del país. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Pérez. 


SEÑOR PEREZ. - Sinceramente, me alegro de la aclara- 
ción que hace el señor senador Ricaldoni. No pude escuchar 
personalmente al contador Santías, ya que no me fue posible 
ir a Bella Unión, pero estoy de acuerdo con que lo que u..rma 
el señor senador Ricaldoni es correcto. Personalmente, no ten- 
go nada particular ni especial contra CALNU ni tampoco con- 
tra el Gerente de la fábrica, a quien ni siquiera conozco. Por 
esos motivos, considero ciertas sus palabras, aunque aclaro 
que he ido muchas veces a Bella Unión y el bienestar de los 
trabajadores de ese lugar no es tan palpable como él declara; 
por el contrario, he notado grandes dificultades en la gente, 
pero comprendo que ése es otro problema. 


Deseo aprovechar esta oportunidad para decir que, si bien 
se habla mucho del problema del salario de los trabajadores 
de CALNU, existen cifras contundentes que prueban que los 
salarios de los trabajadores en el Uruguay, y más aún en el 
sector del agro, son una parte absolutamente mínima del pro- 
ducto. Por lo tanto, lo que se ha dicho durante mucho tiempo 
en la República en el sentido de que las deficiencias y proble- 
mas planteados en la industria y en el agro del país se debían 
a los salarios, no se condice en absoluto con las cifras frías 
que, en general, son veraces. 


Nos preguntamos si los mecanismos de protección para los 
trabajadores que se verán inmersos en la desocupación duran- 
te el período de transición, ya están previstos. Por ejemplo, la 
fábrica Philips, al parecer, comenzará a producir en el Uru- 
guay bombitas eléctricas para todo el MERCOSUR y, natural- 
mente, esto supondrá un redimensionamiento. Esto sería posi- 
tivo en cuanto a que se requeriría más cantidad de mano de 
obra para el proceso de elaboración de las bombitas eléctricas. 
Sin embargo, eso llevará un tiempo ya que hay que adecuar la 
fábrica a una línea diferente de producción. Pero, reitero, 
¿quién pagará el salario de los trabajadores durante el período 
de desocupación? ¿Quién aid la mayor cantidad de mano 
de obra necesaria? 


Esto que se constata a nivel de una fábrica, está planteado 
en todo el país. Por ejemplo, creemos que debe realizarse una 
reforma inmediata de la Ley de Seguro de Paro, extendiendo 
los plazos y lo beneficios. Sin duda, debe aumentarse la asig- 
nación familiar. Como ya hemos mencionado, se propone la 
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creación de una carta social similar a la que existe en la 
Comunidad Económica Europea, que garantice los mínimos 
beneficios sociales para todos los irabajadores de la región. 
Existe una enorme disparidad en la región, y si bien nuestro 
sistema de Seguridad Social y el Seguro de Paro son insufi- 
cientes, lo son más aún los de los otros países. 


En el caso del Paraguay, el salario mínimo nacional es 
más alto que el del Uruguay. Asciende a unos U$S 180, o sea 
que es casi el doble del nuestro. Pero ese monto es percibido 
sólo por el treinta por ciento de los trabajadores; el setenta por 
ciento restante, que incluye a trabajadores agrarios, maestros, 
enfermeros, ferroviarios y empleados públicos, recibe apenas 
la mitad de esa cantidad. No cuento con información acerca 
de si cobran seguro de paro, pero creo que no. 


En la Argentina, la desocupación es del trece por ciento y 
el salario mínimo nacional es un poco más elevado que el 
nuestro. Sin embargo, en la provincia de Buenos Aires, el 
censo de 1988 mostró que sólo en esa provincia hay 3:200.000 
personas que no perciben lo necesario como para cubrir sus 
necesidades mínimas. Se estima que existen más de 
10:000.000 de argentinos desocupados, en una población de 
algo más de 30:000.000 de habitantes. 


Todo lo antes mencionado se vincula con el problema de 
los costos, que es la clave para que el MERCOSUR signifique 
un mejoramiento del nivel de vida de la población en Jos 
países de la región. Como es sabido, hay dos fórmulas esen- 
ciales para aumentar la producción. Una de ellas, está basada 
en la tecnología y la otra pretende resolver el problema reba- 
jando los salarios. Al igual que los trabajadores, aspiramos a 
que exista una voluntad de renovarse tecnológicamente y dis- 
tribuir los frutos de la incorporación técnica entre los trabaja- 
dores, los técnicos, la economía del país, etcétera. En este 
sentido, creemos que el Estado debe cumplir un papel funda- 
mental en la instrumentación de los mecanismos internos de 
la región. 


El tema que nos preocupa no es el Tratado en sí sino la 
instrumentación en este período de transición, y lo que se ha 
hecho hasta ahora no permite ser nada optimistas. 


El señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social reconoció 
que existía un atraso en el estudio de los temas y que en el 
Tratado no hay ningún capítulo específico que haga referencia 
al empleo. Existe una Comisión que trabaja a nivel del Minis- 
terio, pero lo está haciendo sin la participación de la Central 
que sí cuenta con un delegado en la Comisión Nacional que 
depende de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto, pero 
que no está representada en los Ministerios, que tienen que 
ver más directamente con su suerte. 


¿Qué pasará si la mano de obra extranjera compite con la 
nacional, en calificación o en costos? ¿Qué ocurrirá si a los 
técnicos uruguayos se les paga más en los otros países de la 
región y se produce una “fuga de cerebros” regional, mayor 
de la que ya existe? ¿Se va a encarar una política salarial para 
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el MERCOSUR? Todos estos temas preocupan a los trabaja- 
dores y están directamente relacionados con las medidas que 
habría que tomar para impedir que el costo social de la inte- 
gración recaiga enteramente sobre los trabajadores. 


Como decía el doctor Barbagelata, se parte de la base de 
que, a largo plazo, la integración podrá traer un avance en la 
economía y, en consecuencia, se espera una mejor calidad de 
vida de los trabajadores. Sin embargo, a corto plazo los pro- 
blemas van a ser muchos, ya que se originarán serias perturba- 
ciones, sobre todo, en el nivel y seguridad en el empleo, en las 
condiciones de trabajo, y alteraciones en perjuicio del sector 
laboral en lo que tiene que ver con las relaciones entre las 
organizaciones de trabajadores... 


SEÑOR CASSINA. - Pido la palabra, para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR CASSINA. - Formulo moción para que se prorro- 
gue el término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada, 


(Se vota:) 
-16 en 17. Afirmativa. 
Puede continuar el señor senador Pérez. 


SEÑOR PEREZ. - Agradezco al señor Presidente y al 
Cuerpo. 


Asimismo, creemos que hay que garantizar la libertad sin- 
dical en el MERCOSUR; la intervención directa de los Minis- 
tros de Trabajo en la administración y ejecución del Tratado, 
es decir, no simplemente coordinar, sino pasar a formar parte 
de las decisiones; la institucionalización de la participación de 
las organizaciones de trabajadores en los grupos de trabajo a 
crearse; establecerse niveles -no derogables- de protección la- 
boral mediante la ratificación por parte de los cuatro países de 
una lista seleccionada de convenios de la OIT. En este senti- 
do, se hace necesaria, la toma de medidas legislativas urgen- 
tes como, por ejemplo, la creación de un fondo para asegurar 
la percepción de los créditos laborales en caso de insolvencia 
de las empresas. Por otra parte, ya nos hemos referido al 
mejoramiento del sistema de seguro de desempleo, extensión 
como monto de beneficio, etcétera. 

Otro aspecto que preocupa mucho, señor Presidente, es lo 
que tiene que ver con el agro. 


Al respecto, es de destacar que el sábado pasado realiza- 
mos una visita al departamento de Canelones, donde mantuvi- 
mos una entrevista con productores que están realmente des- 
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esperados, en particular, los del noreste. Nos han manifestado 
que en el transcurso de los últimos quince años, esta es la peor 
temporada, porque a pesar del flujo turístico, el mercado in- 
terno se ha reducido de tal manera que ni siquiera les permitió 
notar la mayor demanda en la época de verano. Concretamen- 
te, están sumamente preocupados porque el Poder Ejecutivo 
dio a conocer la lista de productos que serán competitivos. 
Entonces, ¿qué sucederá con las familias que no produzcan 
algo de lo que se menciona en dicha lista? Al respecto, pensa- 
mos que el problema no pasa por ahí, sino por acuerdos de 
complementación agraria e industrial de productores a pro- 
ductores, y de industriales a industriales. Tales acuerdos de- 
ben efectuarse mediante un contacto permanente entre los 
cuatro países que integrarán el MERCOSUR. 


Por otra parte, se nos manifestó que esa zona de Canelones 
es apta para la producción de tomate; pero también lo es el sur 
del Brasil. Por lo tanto, esto tendrá que resolverse sobre la 
base de acuerdos de complementación productiva con vistas a 
la exportación dentro y fuera del MERCOSUR. Por supuesto, 
ello reclama apoyo financiero del Banco de la República, lo 
cual, cuando se terminó con la producción de remolacha en la 
zona de Montes y Sierra, se les prometió a los productores, 
pero sólo fueron otorgados algunos créditos mediante -según 
ellos dicen- tarjeta política. 


También podríamos tomar el ejemplo de países europeos 
donde algunos productores recibieron asistencia de fondos es- 
peciales para ayudarlos a ponerse a tono con los que ya esta- 
ban más desarrollados. En el caso concreto de Luxemburgo y 
a través de los acuerdos de diversificación productiva, se les 
dijo que en caso de otorgarse los medios necesarios, podrían 
dedicarse a la producción de vinos finos de altísima calidad y, 
a la vez, a la producción porcina. 


Entendemos que todo esto puede instrumentarse en el pe- 
ríodo de transición. Sabemos que es breve, pero si tenemos las 
cosas claras podremos llegar a 1995 con buenas bases para 
profundizar el proceso. El país debe ser competitivo en virtud 
de sus buenas políticas económicas y sus acuerdos de comple- 
mentación productiva, y no tomar en concreto tal industria, 
cierta agroindustria o determinado sector del agro. 


Nos inquieta, asimismo, algunas versiones relacionadas 
con organismos que están estudiando el tema. En este sentido, 
uno de los que más se ha dedicado a un análisis serio, desde 
nuestro punto de vista, es el Ministerio de Ganadería, Agricul- 
tura y Pesca, 


Los productores nos han manifestado que se dan consejos 
generales, pero que no van unidos a medidas concretas que 
brinden una solución a sus angustiosos planteos, no sólo en la 
perspectiva de 1995, sino en relación a la situación a que se 
ven enfrentados actualmente. Hay lugares como el noreste de 
Canelones, en los que únicamente introduciendo una agroin- 
dustria, se puede vislumbrar una solución a los problemas de 
estos productores. Inclusive, existe la maquinaria necesaria 
como para que, con ayuda de capitales, la elaboración del 
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tomate pueda transformarse en un elemento productivo para la 
zona que actualmente está totalmente paralizada. Aparente- 
mente, todo lo que se les había dicho en cuanto a que se iban 
a producir alimentos preparados -e inclusive para exportar- 
fue un cuento, y se han quedado con una mano atrás y otra 
adelante, sin saber qué camino tomar y sin que ninguna ofici- 
na gubernamental los asesorara en cuanto a qué debían plantar 
para obtener buenos resultados. 


Un sector que también podría verse muy golpeado es el 
vitivinícola. Es sabido que la gran producción de vinos argen- 
tinos es de mejor calidad que la nuestra. Si bien algunos 
productores ya están plantando nuevas cepas, para la gran 
mayoría es muy difícil hacerlo sin una ayuda económica. Para 
sembrar una hectárea de vid que esté en condiciones de com- 
petir, ellos tendrían que invertir aproximadamente U$S 4,000. 
Pero debemos tener en cuenta que luego de plantada no pro- 
duce el primer año, sino a partir del cuarto. Entonces ¿cuál es 
la ayuda necesaria que hay que brindar en este sentidc. Esto 
hay que examinarlo concretamente con vista a dar una satis- 
facción que posibilite el desarrollo de una industria de vinos 
finos, es decir, de calidad, si bien, probablemente, una parte 
pueda venderse al Brasil donde la producción está más retra- 
sada que la nuestra. 


Hoy todos estamos lamentablemente sorprendidos por la 
compra que Brasil hizo a la Comunidad Económica Europea 
de cien mil toneladas de carne, y el ofrecimiento que ha hecho 
Estado Unidos de seiscientas mil toneladas de trigo a aquel 
país. 


SEÑOR BRUERA. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR PEREZ. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BRUERA. - Señor Presidente: en una parte de la 
exposición que realizara en una de las sesiones en la que se 
consideró el tema del MERCOSUR, hice mucho hincapié en 
la situación que generaba la intervención de la Comunidad 
Económica Europea -con una actitud muy negativa- con la 
venta de más de cien mil toneladas de carne subsidiada al 
Brasil, lo que a ojos vista es un “dumping”. Posteriormente, la 
diplomacia argentina se vio sacudida por la noticia de que 
Estados Unidos venderá al Brasil -según los cables- 700,000 
toneladas de trigo, también subsidiado. Quiere decir que Esta- 
dos Unidos, que ha hablado en contra de los aranceles que 
aplica la Comunidad Económica Europea, tiene un doble dis- 
curso en la materia, Por último, la prensa del día de ayer 
recogió la airada protesta del Gobierno uruguayo -puesta de 
manifiesto por el señor Ministro de Relaciones Exteriores- por 
la actitud de España, que impide la entrada de cítricos urugua- 
yos a la Comunidad Económica Europea. Dicho país levantó 
el fantasma de que los citrus de la zona están enfermos, pero 
creemos que no puede decirse eso sobre la producción urugua- 
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Consideramos que nos hallamos ante un serio problema. 
La incorrecta actitud del Brasil al aceptar el “dumping” por 
parte de Estados Unidos y de la Comunidad Económica Euro- 
pea pone una traba para el buen desarrollo de las relaciones 
diplomáticas en lo que tiene que ver con la creación del Mer- 
cado Común del Sur y debilita la confianza entre socios que 
deben fijar normas comerciales porque deja, por lo menos, 
una sensación desagradable. De este hecho se ocupó el señor 
representante Stirling en el día de ayer, en una entrevista que 
mantuvo con el señor Embajador del Brasil. Por otro lado, el 
señor Ministro de Relaciones Exteriores uruguayo, en una ac- 
titud seria frente a España, subrayó el hecho de que los feste- 
jos del quinto centenario del descubrimiento de América se 
convierten -y repito lo que expresa la prensa uruguaya, reco- 
giendo opiniones del señor Canciller- en un “bla, bla” por 
parte de España. En verdad, estamos ante promesas que la 
Comunidad Económica Europea, y en particular España, no 
cumplen, 


Creo, señor Presidente, que el Senado de la República no 
puede pasar por alto este problema. En momentos en que 
estamos por dar un voto favorable a la creación del Mercado 
Común “el Sur, pienso que es imprescindible que hagamos 
llegar nuestra opinión, mesurada pero firme, tanto al Brasil 
por aceptar comerciar con países que aplican una política de 
“dumping”, como a la Comunidad Económica Europea y a los 
Estado Unidos, por ser los que la aplican directamente. 


Quiero manifestar que tengo sobre mi mesa ejemplares de 
la prensa argentina, que también muestran su preocupación 
por esta situación y toman en cuenta la nueva realidad creada 
por el Mercado Común Europeo y por el comercio de los 
Estados Unidos. 


Muchas gracias, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Pérez. 


SEÑOR PEREZ, - Resulta claro que en el Tratado no 
existe ninguna cláusula que impida este tipo de actitudes de 
Jos integrantes del MERCOSUR con terceros países. 


Al preguntar sobre este tema en la Comisión, el señor 
Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca consideró que, 
para evitar estas prácticas desleales, lo que cabía era la vigi- 
lancia de los socios, como sucede en cualquier empresa. Quie- 
re decir, entonces, que el Uruguay tendrá que vigilar al Brasil 
y a la Argentina en lo que respecta a estas actitudes desleales 
que hacen a la vida de la propia integración. Pero después de 
constatada una irregularidad, ¿qué mecanismo usaremos para 
evitar los perjuicios económicos que sufriremos? El Tratado 
no dice nada en este sentido. 


Independientemente de votar el Tratado, como lo hemos 
dicho, consideramos que debe instrumentarse un acuerdo que 
garantice el respeto de los convenios que se adopten por parte 
de los cuatro países, porque en caso contrario pierde todo 
sentido el MERCOSUR en sí mismo. 
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Preguntamos: ¿se ha previsto el financiamiento para ade- 
cuar la situación de los productores a esta nueva realidad? 
Creemos que todavía no. 


En otro orden de cosas, el señor Ministro reconoce que el 
Poder Ejecutivo aspira a contar con un arancel externo común 
que sea lo más bajo posible, como forma de continuar con la 
apertura económica sin quedar presos de aquellos mercados 
abastecedores de insumos, de bienes de capital, de equipa- 
miento, etcétera; pero creo que sobre este tema debería existir 
pronunciamiento. Por lo que sabemos, el Brasil quiere un 
arancel del 40%, mientras que el Presidente de la República 
Oriental del Uruguay ha hablado de un 12% y la Unión de 
Exportadores de un 7%. Comprendemos que lo que interesa a 
la Unión de Exportadores es que entren y salgan productos, 
pero este tema debe estar en consonancia con el arancel que 
marque el Mercado Común Europeo -que es donde surge el 
“dumping”- y con aquel que apliquen los Estados Unidos o el 
Japón para proteger su propia producción. Sobre esa base de- 
bemos estructurar un arancel que no nos haga prisioneros y 
que no permita que se introduzcan terceros países, como está 
ocurriendo ahora -que ni siquiera se ha concluido la creación 
del MERCOSUR- con los Estados Unidos en lo que tiene que 
ver con el trigo y con el Mercado Común Europeo en lo que 
respecta a la carne. 


Creemos que con medidas adecuadas se podría desarrollar 
con éxito la producción agroindustrial y agraria. Por ejemplo, 
en materia de lácteos, la incidencia del Uruguay en la zona es 
de apenas un 5% del total de la producción y existen carencias 
en la región, por lo que el crecimiento puede ser ilimitado. Lo 
mismo ocurre con la producción de arroz -que representa el 
4%- la de trigo, la de maíz -en este caso es menos del 1%- de 
derivados lácteos, de cebada y de algunas hortalizas como 
papas, tomates, etcétera. La región es deficitaria neta en estos 
rubros y ello podría facilitar una gran exportación de nuestro 
país. A su vez, debemos tomar medidas para continuar con el 
proceso de exportación de textiles, vestimenta, cueros y curti- 
dos, que son de gran calidad y tienen mucha salida. 


En lo que se refiere a la industria frigorífica, la situación 
depende del endeudamiento del sector, que se sigue mante- 
niendo a pesar de que se le dío un empréstito a pagar en 12 
años, lo que es algo realmente excepcional. Me parece que 
hay que contemplar la situación de los colonos -sobre la que 
me ocupé en la hora previa de una sesión anterior- que requie- 
ren por lo menos de un 100% más de tierras para tener un 
mínimo de rentabilidad. Hay tierras que están en poder del 
Banco Central, pero los colonos no han podido acceder a ellas 
en virtud de las condiciones impuestas por el Banco, como la 
exigencia del pago en dólares y al contado. Tampoco ha exis- 
tido una política crediticia adecuada en lo que respecta a pla- 
zos, intereses o posibilidades de contar con las garantías debi- * 
das. Por lo tanto, aquí también cabe preguntarse cómo se 
concilia esto con el MERCOSUR y con la necesidad de apoyo 
a los pequeños y medianos productores, justamente a los efec- 
tos de la reconversión, 
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Deseaba plantear algo relativo al Ministerio de Industria, 
Energía y Minería pero, como no dispongo del tiempo sufi- 
ciente, sólo diré que debería jugar un papel decisivo en esto. 
Sin embargo, en los hechos este Ministerio pasó a ser la “Ce- 
nicienta” del Gabinete, a pesar del apoyo que el sector del 
pachequismo le da al Gobierno. No obstante, en la elabora- 
ción de los listados para las desgravaciones no interviene si- 
quiera el señor Ministro de Industria, Energía y Minería, sino 
la Dirección de Comercio Exterior. En consecuencia, nos pre- 
guntamos si esto debe ser así o si, por el contrario, debe haber 
una participación del titular de la Cartera. En la Comisión 
estuvo presente el señor Presidente de la Cámara de Indus- 
trias... 


SEÑOR BLANCO. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR PEREZ. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BLANCO. - Muchas gracias. 


Independientemente de los Ministerios de que se trate 
como en este caso, el Ministerio de Industria, Energía y Mi- 
nería al que acaba de aludir el señor senador Pérez- estoy ab- 
solutamente convencido de que, para tener éxito en esta em- 
presa a la que todos estamos dedicados, tenemos que mejorar 
mucho los mecanismos de coordinación. La creación de la 
Comisión Sectorial y de la Comisión Intersectorial debe ser 
un paso en esa dirección, y me parece oportuno que el señor 
senador señale esto porque nos exhorta colectivamente a preo- 
cuparnos por la mejor coordinación posible entre el sector 
público y el privado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ZUMARAN. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR PEREZ. - Sí, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ZUMARAN. - El señor senador Pérez mencionó 
que el Ministerio de Industria, Energía y Minería no tenía 
intervención en la elaboración de una lista, pero no pude rete- 
ner a cuál se estaba refiriendo. Me parece que se trataba de 
algo muy importante en lo que el Ministerio era ignorado. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor. 


SEÑOR PEREZ. - Se trata de un listado de desgravación 
arancelaria. 


Quería decir que el señor Ministro estuvo en la Comisión 
de Industria y Energía en 1990 y le preguntamos sobre el pro- 
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biema de la incorporación al GATT, y nos contestó, franca- 
mente, que eso estaba a estudio de los Ministerios de Econo- 
mía y Finanzas, de Ganadería, Agricultura y Pesca, de Trans- 
porte y Obras Públicas y de Turismo. Quiere decir que el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería no estaba informa- 
do al respecto. 


Desde el punto de vista económico, cualquiera entiende 
que todo lo que tiene que ver con la renovación de la indus- 
tria, del agro y con el desarrollo del país requiere inversiones 
económicas muy grandes. Si se lee la versión taquigráfica de 
la sesión de la Comisión del Senado en ocasión del plantea- 
miento formulado por el Ministerio de Economía y Finanzas, 
lo único que queda claro es que, para este fin, se dispone de 
entre U$S 100:000.000 y U$S 150:000.000, Quiere decir que 
en realidad no va a haber renovación de ningún tipo. El pro- 
blema es serio. Se parte de la base, por ejemplo, de que a las 
empresas endeudadas que pueden pasar a producir en “arma 
eficiente, no se les va a dar crédito alguno en función de la 
magnitud de su endeudamiento. De esta forma, creo que nos 
iremos quedando prácticamente sin industrias, sin mencionar 
nuevamente el problema de ONDA o el de otras empresas que 
podría citar. z 


Me parece que un elemento esencial que impide la inver- 
sión es el pago de los intereses de la deuda externa. Sin em- 
bargo, ahora la situación es distinta porque el Brasil y la 
Argentina hace más de un año que no han pagado los intereses 
de la deuda y -dicho sea de paso- también está en mora Para- 
guay, por un monto de U$$ 400:000.000. La deuda del Brasil 
por concepto de mora asciende a U$S 9.500:000.000 y la de la 
Argentina, a U$S 7.600:000.000; y aclaro nuevamente que 
esto no corresponde al pago de intereses, sino de mora. Se 
trata de una situación nueva por cuanto, de los cuatro países 
del MERCOSUR, el único que “se porta bien” es el Uruguay. 
En consecuencia, me pregunto si no es ésta la oportunidad 
para adecuar la política en relación a los temas de la deuda 
externa entre los cuatro países y poder pasar a negociar -si es 
que no podemos hacerlo con América Latina considerada en 
un todo, como sería deseable- por lo menos, los países del 
MERCOSUR. Existe la costumbre de considerar que no hay 
otro camino o mecanismo posible que pagar la deuda, pero 
creo que sería necesario renovarse y cambiar de manera de 
pensar. 


A todo esto debemos agregar el problema de la fuga 
de capitales. En pocos años se han ido del país 
U$S 3.800:000.000 y sólo en 1989 se registró una fuga de 
aproximadamente U$S 580:000.000. La verdad es que al 
mirar estas cifras pensaba en las urgencias que tiene el 
país, que supondrían una posibilidad de inversión de 
USS 10:000.000 diarios, Me pregunto, entonces, si quienes 
tienen esos USS 3.800:000.000 fuera de la República merecen 
seguir llamándose uruguayos o continuar teniendo ciudadanía 
uruguaya. Sé que esto es posible en virtud de las leyes finan- 
cieras y creo que se trata de un tema realmente apasionante 
que tiene que ver directamente con las posibilidades de desa- 
rrollo de la República. 
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No quiero finalizar mi exposición sin señalar que el sába- 
do pasado participé de una entrevista emocionante con repre- 
sentantes de la Universidad de la República, principalmente 
con los de la Facultad de Ingeniería. De acuerdo con lo que he 
visto, puedo decir que estamos en condiciones de desarrollar 
una tecnificación de “punta” en América Latina. Entiendo, 
por consiguiente, que habría que dotar a la mencionada Facul- 
tad -así como a las demás- de los rubros necesarios para im- 
pulsar una tecnología de avanzada y típicamente uruguaya. 
Por ejemplo, en materia de computación, nuestro país está 
más adelantado que el resto de los de América Latina. 


Para terminar, señor Presidente, debo decir que, a nuestro 
juicio, debemos llegar a la creación de fondos sociales, con 
representación de los patronos, de los trabajadores y del Esta- 
do; a la formación de un centro que coordine las necesidades 
y los logros de todas las organizaciones tecnológicas del 
MERCOSUR; y a la concreción de un acuerdo de comple- 
mentación productiva en el área agraria e industrial. 


Asimismo, consideramos que hay que frenar la fuga de 
capitales -que como hemos dicho, representa alrededor de 
U$S 10:000.000 diarios- adoptar una política común con Bra- 
sil, Argentina y Paraguay sobre el tema de la deuda externa y 
realizar algunos cambios en la economía, a nivel de política 
tributaria, cambiaria y crediticia, aumentando las inversiones 
productivas. 


También entendemos que es necesario fortalecer al Banco 
de la República, dar un importante papel a las Intendencias, 
desarrollar la participación de la Universidad, así como la 
tecnología nacional y das una gran preminencia al Parlamen- 
to, como elemento de contralor y de impulsión de todas estas 
acciones. Si todo esto se hace sólo a nivel de cúpula, podemos 
ir directamente al desastre y el Parlamento, entonces, no pue- 
de restar su participación y responsabilidad en la relación con 
la población y con la suerte de la República. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: por razones de 
división del trabajo, me voy a ocupar de realizar un análisis 
predominantemente jurídico en este tema del MERCOSUR, lo 
que no significa que sea éste un enfoque aséptico; no lo es 
desde el punto de vista político ni desde la óptica de las 
posturas económico-sociales. Y no es aséptico, ni podría ser- 
lo, porque el Derecho en sí mismo nunca lo es. No hay norma 
que pueda pretender neutralidad. El Derecho es producto y 
ordenador social. Quiere decir, entonces, que esa relación dia- 
léctica que existe entre Derecho y sociedad también se da 
cuando técnicamente se analiza el primero. 


Voy a dividir mi intervención en dos partes. En la primera, 
trataré de referirme a algunos criterios que me parece impor- 
tante abordar para la interpretación del Tratado de Asunción, 
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mientras que la segunda estará integralmente destinada a la 
exposición de bases o pautas para un proyecto de ley que 
esperamos que cuente con un verosímil y gran consenso polí- 
tico nacional que regule las principales actitudes que el país 
deberá adoptar en todo el proceso de implementación de este 
Traíado “marco” -como suele decirse- que se firmó el 26 de 
marzo pasado. 


Consideramos que la interpretación del Tratado es un tema 
muy importante, porque no podemos dar por supuesto que 
todo lo que alií se dice sea muy claro; ni siquiera podemos 
suponer que esté todo dicho. Es, empleando una expresión no 
demasiado técnica, un Tratado “marco”, es decir, un tipo de 
tratado que suele oponerse a los llamados “operativos”, si 
bien no es ésta una distinción muy rigurosa, puesto que todo 
tratado tiene partes operativas y partes marco, como lo señala- 
ba con mucha acierto el señor senador Abreu en una de las 
sesiones de la Comisión. Por ejemplo, alguno de los anexos 
son típicamente operativos, mientras que otras cláusulas del 
Tratado son puramente esqueléticas que es el nombre que los 
ingleses le dieron a este tipo de legislación nacional o interna- 
cional. Actualmente, se ha puesto de moda la expresión “tra- 
tado marco”, en el lenguaje internacionalista. 


Estos criterios que intento resumir con respecto a la inter- 
pretación, valen tanto para los tratados marco como para los 
que no lo son, ya que todos ellos son precisamente tratados y 
constituyen una fuente de Derecho Internacional con una vali- 
dez similar, sean o no de la categoría mencionada. 


¿Cuáles son los caminos principales para interpretar este 
Tratado? Hay uno de ellos que es elemental. Me refiero a las 
reglas generales -es decir, las obligatorias, las no inventadas 
por cada intérprete- y a las especiales de interpretación del 
Derecho Internacional, que tienen algunas peculiaridades. Por 
ejemplo, una peculiaridad interesante a destacar entre muchas 
otras, cs la siguiente: los tratados deben cumplirse de buena 
fe, al igual que los contratos. La famosa regla de Derecho 
Internacional “pacta sunt servanda”, implica el cumplimiento 
de buena fe. 


El Uruguay debe tener claro -al igual que los demás paí- 
ses- que cuando por vías indirectas se violentan principios 
incluidos en el Tratado, éste se está incumpliendo, aunque no 
se viole una regla específica, como podría ocurrir con las 
actitudes brasileñas que señalaban hace unos momentos, algu- 
nos señores senadores; se estaría violentando el principio de la 
buena fe en la aplicación e interpretación de los tratados. Creo 
que es un elemento a tener en cuenta. 


En segundo lugar, debemos decir que todos los países que 
integran el MERCOSUR tendrán que interpretar el Tratado, 
pero en la interpretación que haga el Uruguay, nuestra Consti- 
tución será el documento jurídico básico de orientación, pro- 
curando que este análisis no se contradiga con ese principio 
de buena fe que marca el mismo Tratado. 


En tercer término, es importante señalar que este Tratado 
-como la mayoría de las convenciones modernas, y sin distin- 
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guir entre tratado y convención- consta de tres partes: el 
preámbulo, la parte dispositiva -es decir, el articulado- y los 
anexos, Ninguna de ellas debe ser omitida en el momento de 
la interpretación del Tratado. Desde luego -como lo explicaba 
el señor Canciller y como lo señalaba el señor senador Abreu- 
hay reglas técnicas obligatorias sobre cómo se interpretan los 
Tratados; obviamente, no tiene el mismo valor obligatorio el 
tratado que el preámbulo. Eso fue acordado -entre otras reglas 
técnicas- en una convención de Viena a la que el Uruguay 
adhirió. 


Debemos considerar que el Preámbulo también es una par- 
te muy importante para interpretar las cláusulas del Tratado. 
Inclusive, la Convención de Viena de 1969 estableció que 
formaba parte del contexto que sirve para interpretar el Trata- 
do. 


Voy a mencionar algunos conceptos que figuran en este 
Tratado y aclaro que no considero que los demás haya que 
desecharlos. Rescataré algunos que están en el Preámbulo y 
otros que se incluyen en el articulado. 


En el artículo primero, hay conceptos que el Uruguay debe 
tener muy en cuenta -desde nuestro punto de vista, particular- 
mente en cuenta- porque nos resultan muy caros, muy queri- 
dos. Esto no quiere decir que otras partes del Tratado no nos 
parezcan agradables. Pero, insisto, esto nos resulta especial- 
mente destacable. No podemos olvidarlas porque están allí. 


Por ejemplo, en el Preámbulo se dice que el desarrollo 
económico que se procura con este Tratado debe ser “con 
justicia social”. Esta cláusula incide en todo esfuerzo de inter- 
pretación del Tratado, tal como lo establecen las técnicas co- 
rrespondientes. 


Quizá nos preguntemos qué es la justicia social. Sé que no 
todos estamos de acuerdo sobre la forma de lograrla; me cons- 
ta que para alcanzarla existen muy variadas teorías a nivel 
económico, político y social. 


En este país, desde los prolegómenos del restablecimiento 
democrático, desde la época de la Concertación y de la 
CONAPRO, se han estado discutiendo estos temas con un len- 
guaje un poco “culinario”, o, más específicamente, “de confi- 
tería”: se discutía si había que repartir la torta de entrada o 
primero se agrandaba y luego se repartía. Pero en las dos 
posturas se discrepaba sobre la instrumentación. 


Creo que el concepto de justicia social -y no me refiero a 
la manera de lograria- es bastante inequívoco, por lo menos 
muy trabajado. Actualmente, nadie sostendría que habría jus- 
ticia cuando los ricos se hicieran más ricos y los pobres más 
pobres. En el mundo de hoy, en la civilización de la época 
moderna, nadie aceptaría que la gente estuviera por voluntad 
O por errores de una teoría, por debajo de lo mínimo que se 
necesita para vivir dignamente. Existe un principio de acuerdo 
en el concepto de justicia social, que está ligado con la idea 
de que para los que tienen menos se debe buscar una forma 
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para que tengan más, aun sacrificando a los que tienen dema- 
siado. 


Con estas expresiones no quiero estructurar un pensamien- 
to demasiado mecanizado y sencillo sobre el tema de la justi- 
cia social, pero debemos recordar lo que ya Artigas dijo ma- 
gistralmente con respecto a quienes deberían ser los más pri- 
vilegiados: precisamente, los más infelices tendrían que salir 
de esa situación de infelicidad para alcanzar la de más privile- 
gio, tal como lo contempla la justicia social. 


Todos sabemos que la justicia social implica un concepto 
trabajado en el mundo civilizado de hoy y que las distintas 
fuerzas políticas y sociales pueden discrepar acerca de cómo 
se llega a conseguir dicha justicia. 


Reitero que el concepto está allí; no me atrevo a calificar- 
lo de inequívoco; pero sí diría que es difícilmente discu'ihle, 


También en el Preámbulo se dice que el desarrollo econó- 
mico -expresión más que discutida en los últimos treinta años 
por las distintas teorías- tiene un fin y, específicamente, se es- 
tablece que es el de “mejorar las condiciones de vida de sus 
habitantes”. El Tratado se refiere a los ciudadanos de los cua- 
tro países que integran el MERCOSUR. De manera que el 
desarrollo económico no es un fin en sí mismo ni pienso que 
esta frase se haya puesto por una inadvertencia de los redacto- 
res, Quizá se diga con cierta ligereza que la incluyeron porque 
parecía más linda, pero el que interpreta este Tratado no pue- 
de incurrir en estos gruesos errores técnicos. Aunque a algún 
burócrata internacional se le escape algo por frivolidad, el 
intérprete técnicamente está obligado a entender esa frase en 
forma correcta. Entonces el desarrollo económico, reitero, 
debe mejorar el nivel de vida de los habitantes de los países 
integrantes del MERCOSUR. De modo que, señor Presidente, 
la lógica nos lleva a pensar que no se trata de mejorar el nivel 
de vida de un secior de la sociedad que no tiene problemas 
económicos sino que, por el contrario, se está refiriendo a las 
mayorías, a los pueblos, precisamente con más intensidad a 
los que necesitan mejorar su nivel de vida. 


Esa es la teleología del Tratado, es decir, la finalidad que 
se persigue es el desarrollo económico. 


Cuando en el artículo 1* del Tratado se habla de la coordi- 
nación de políticas macroeconómicas a fin de asegurar condi- 
ciones adecuadas de competencia, pensamos que nuestro país 
debe interpretar esa expresión -y aquí no se trata de una dife- 
rencia entre habitantes de uno de los países sino de la dimen- 
sión económica de varios de ellos- aunque no esté establecido 
en el Tratado, de una manera específica: se debe tener muy 
presente la idea de que los cuatro países no tienen la misma 
dimensión económica. Diría que una correcta interpretación 
del artículo primero del Tratado sería pensar que el fin que se 
persigue con la coordinación de políticas macroeconómicas es 
el de asegurar las condiciones adecuadas de competencia. A 
mi juicio, esta cláusula es sustantivamente una verdadera sal- 
vaguarda para Uruguay y Paraguay -países con menor dimen- 
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sión en sus economías- aunque no se establezca expresamente 
en ese sentido. (En uno de los Anexos, se expresa en forma 
concreta cláusulas de salvaguardia). Creemos que esta inter- 
pretación es la más racional, técnica y de buena fe y la que 
Uruguay debe hacer. 


En algunas de las cláusulas que he mencionado, se habla 
del desarrollo. 


SEÑOR BLANCO. - ¿Me permite una interrupción señor 
senador? E 


SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BLANCO. - Veo que el señor senador Korzeniak 
se ha dirigido a otro tema y quiero hacer un comentario con 
respecto a las condiciones de competencia. Al respecto, deseo 
seftalar mi coincidencia con el concepto que él expresa, aun- 
que tal vez con algunos matices. Cuando se habla de que la 
coordinación de políticas macroeconómicas debe ser realizada 
de manera de asegurar las condiciones de competencia, pensa- 
mos que no necesariamente deriva de aquellas que se realizan 
de país a país, sino que creemos que la competencia se efec- 
túa dentro de cada una de las políticas. Mi intervención en 
este tema hizo referencia, en un sentido muy similar al del 
señor senador, a que esa coordinación de políticas debería 
evitar que países con economías mayores, a través de subsi- 
dios, pudieran competir de manera desleal con otras indus- 
trias. 


Entonces, no sólo tendríamos la competencia de libre mer- 
cado -en el cual evidentemente deberíamos enfrentar indus- 
trias mayores- sino, además, industrias mayores subsidiadas 
por economías más fuertes. Esto significaría crear condiciones 
desleales o desfavorables de competencia y se violaría, a mi 
juicio, este principio, tal como lo señala el señor senador 
Korzeniak. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK, - La interpretación que hace el 
señor senador Blanco no colide con mi punto de vista; lo 
complementa. 


SEÑOR ABREU. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ABREU. - Voy a intentar ser lo más breve posi- 
ble, puesto que soy consciente de que estamos restándole 
tiempo a la intervención del señor senador Korzeniak. 
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Deseo realizar alguna precisión sobre la aplicación del 
concepto de la cláusula de salvaguarda vinculada, precisa- 
mente, a las condiciones de competencia. 


Desde el punto de vista jurídico, la cláusula de salvaguar- 
da, no necesariamente implica que deba existir una ausencia 
de adecuada competencia para que pueda ser aplicada. Preci- 
samente, esa cláusula es viable aun cuando las relaciones co- 
merciales se realicen en el marco de una competencia adecua- 
da. Aquella es el mecanismo que dispone cada uno de los 
países para poder defender su producción o determinados sec- 
tores sensibles de su economía. A veces, se produce inclusive, 
en términos de adecuada competencia. En ese sentido, consi- 
dero que es muy importante precisar que la cláusula de salva- 
guarda puede ser utilizada en esas circunstancias aún cuando 
podemos, a través de su interpretación laxa, llegar a proyec- 
tarla con la extensión que señalaba el señor senador Korze- 
niak. 


Muchas gracias, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - La interpretación que acabo de 
hacer se mantiene enhiesta, a pesar de las complementaciones 
que han aportado los señores senadores. La interpretación a 
que hizo referencia el señor senador Abreu, en particular, se 
refiere a lo que es la aplicación de la cláusula de salvaguarda 
en el sentido formal. Estoy de acuerdo en que en ciertas cir- 
cunstancias tienen más sentido las cláusulas de salvaguarda, 
precisamente, porque no hay condiciones de adecuada compe- 
tencia. Por tal motivo fue que adjetivé cuando dije que esto 
puede interpretarse como una cláusula de salvaguarda sustan- 
tivamente. 


Cuando hice alusión a las frases que por diversas razones 
rescaté del Tratado, en dos o tres ocasiones mencioné la ex- 
presión desarrollo económico. Puse énfasis en que el “desarro- 
llo” tiene un cometido específico y no es un fin en sí mismo. 
Asimismo, diría, que tiene un principio de instrumentación. 


Entiendo que para interpretar lo que es el desarrollo -a 
menos que estuviere definido en el Tratado- debemos ir a 
nuestra Constitución. En ella se menciona el desarrollo econó- 
mico y sus planes; lo hace, particularmente, en dos de sus 
artículos que han sido muy olvidados en nuestro país; pienso 
que ello ha sido a veces, por simple amnesia colectiva y otras 
por olvidos premeditados. Los artículos 230 y 231 de la 
Constitución refieren a planes de desarrollo que, precisamen- 
te, permiten, aclaran y definen de manera terminante que en 
nuestro país el derecho de propiedad debe cumplir una fun- 
ción social; no es un derecho sacro como estaba calificado en 
la Constitución de 1830. A tal punto ello es así que el artículo 
231 permite, no sólo las limitaciones al derecho de propiedad 
por ley -lo que ya figura en el artículo 32- sino las expropia- 
ciones sin previa indemnización, con pago diferido hasta diez 
años, salvo para los pequeños propietarios. Se trata de una 
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disposición que siempre se le rodea de una especie de niebla 
parecida a la que hay en los días de invierno, pero que a pesar 
de ello, existe; figura, precisamente, en el artículo que habla 
de los planes de desarrollo económico. La Constitución se 
refiere, siempre, a un desarrollo con sentido social. 


Otro aspecto que figura en nuestra Constitución -precisa- 
mente, ahora, en que está la novedad de que el mercado libé- 
rrimo regula la vida de personas y pueblos- es que el desarro- 
llo, en el Uruguay, debe ser objeto de planificación. Si ello no 
es así me pregunto qué significa que en medio del Poder 
Ejecutivo, y con rasgos de institución ministerial, exista una 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto. ¿Qué cometido debe 
tener? Por supuesto, su función es planificar, 


En una de las primeras sesiones en que se trató el tema del 
MERCOSUR el señor senador de Posadas Montero emitió 
algunas frases duras contra la planificación centralizada que, 
de pronto, puedo compartir. Pero, la planificación no es un 
sinónimo de centralización. Planificar significa que no se de- 
jan las cosas a la mano invisible de algo abstracto que nadie 
sabe muy bien que es; me refiero al mercado libre. Nosotros 
queremos la planificación en sus formas democráticas y des- 
centralizadas para nuestro Uruguay, a pesar de su pequeñez 
geográfica. Asimismo pretendemos que las instituciones y las 
fuerzas representadas en las distintas localidades tengan, tam- 
bién su actividad económica y su protagonismo planificador. 
Por lo tanto, no es una planificación centralizada. Si se realiza 
una encuesta sobre lo que es “el mercado” la gente puede 
pensar hasta, por ejemplo, en el Mercado Modelo; pero, el 
mercado como entidad, como institución, como concepto eco- 
nómico, para nuestra Carta Constitucional no es el que debe 
pensar en el desarrollo. Por algo existe una oficina de planifi- 
cación, planeamiento o “planeación” y desarrollo. 


En ese sentido, quería vincular algunas dificultades de in- 
terpretación de ciertas palabras del Tratado a un camino que 
me parece apto y es el que tiene la Constitución a efectos de 
darle sentido a las palabras. Ello puede servir, de pronto, para 
acordar o confrontar con las interpretaciones que hacen los 
otros países que integran el MERCOSUR. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - ¿Me permite una 
interrupción señor senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR DE POSADAS MONTERO. - No es exacto que 
yo haya pronunciado palabras duras contra la planificación 
descentralizada. Lo que sí es cierto es que no le veo grandes 
virtudes y creo que el mundo, en general, tampoco se las ha 
visto. Los países que aplicaron ese tipo de políticas desembo- 
caron en un fracaso único en la historia de la humanidad. 
Pienso que es el único caso donde regímenes que tenían la 
suma del poder se desintegraron sin que existieran ni revolu- 
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ciones internas -con la posible excepción de Rumania- ni em- 
bates externos. 


En concreto, lo que manifesté es que, si se esperaba de 
este Gobierno ese tipo de política a raíz del MERCOSUR, ello 
no sucedería. 


Lo que me sorprende del razonamiento del señor senador 
Korzeniak y también me llamó la atención parcialmente en la 
intervención del señor senador Astori, hasta el momento en 
que dio una definición de lo que él y los economistas enten- 
dían por planificación centralizada -he buscado esta defini- 
ción en los libros de Economía en mis épocas de estudiante en 
Estados Unidos y Canadá y, también en la Universidad de la 
República y no la pude hallar- es que si se considera positiva 
la planificación ¿por qué se tiene una reacción tan violenta y 
de sorpresa cuando se habla de planificación centralizada? 
Parecería que cuando se centraliza la planificación sería como 
un tabú y se intenta destacar que no se está de acuer.) con 
ella y, por el contrario, si es descentralizada, se aceptaría. No 
alcanzo a comprender la lógica del razonamiento, porque si 
realmente es un buen sistema que unos pocos resuelvan por 
los demás detrás de un escritorio ¿qué inconveniente tendría 
llevarlo a su extremo que sería la centralización de la planifi- 
cación? En ese sentido creo que los regímenes socialistas fue- 
ron muy lógicos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Korzeniak, 


SEÑOR KORZENIAK. - De la intervención del señor se- 
nador de Posadas Montero, deduzco que afirma que quienes 
somos partidarios de la planificación deberíamos estar de 
acuerdo con la planificación centralizada. Esta afirmación co- 
rre por cuenta del señor senador ya que no es lo que nosotros 
sostenemos. Tratamos de interpretar qué quiere decir el desa- 
rrollo para nuestra Constitución y si éste es posible sin que 
exista planificación. 


Cuando hago referencia a la planificación descentralizada 
no la opongo solamente a la centralizada, sino también a la 
que no es democrática. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para una moción de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Formylo moción para que se pro- 
rrogue el término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada por el señor senador Gargano. 


(Se vota:) 
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-18 en 19. Afirmativa. 


Puede continuar en el uso de la palabra el señor senador 
Korzeniak, j 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: como ya lo he 
expresado, mi exposición constará de dos partes. En la prime- 
ra, trataré de aportar elementos de juicio para la interpretación 
de este Tratado. Y en la segunda, esbozaré la propuesta de 
una ley y lo que entendemos serían sus bases principales refe- 
ridas concretamente a cómo debe implementarse el 
MERCOSUR. Por razones de sistematización expositiva divi- 
diré esta última en dos partes. Una que tiene que ver con la 
procedencia de esta ley y la otra con lo que pensamos debería 
ser el contenido de la misma. 


Con respecto a la procedencia de una ley nacional que 
marque o determine la conducta a seguir por el país en todo el 
proceso de implementación del MERCOSUR, la podemos 
analizar desde dos puntos de vista: por un lado el de la proce- 
dencia jurídica, y por otro el de la procedencia política. 


La primera tiene que ver con una conocida afirmación 
-que es verdadera- que expresa que cuando un Tratado se es- 
tudia en el Parlamento es para que se apruebe o se repruebe, 
tal como reza el artículo 85, numeral 7* de la Constitución de 
la República. Esto quiere decir que dicho Tratado no puede 
ser modificado, Pero nada impide que haya otra ley que regu- 
le la conducta del país frente al Tratado, como tampoco se ha 
impedido en la práctica parlamentaria uruguaya que en la 
misma ley que ratifica un Tratado se aprueben otros artículos 
que regulen la actuación de determinados organismos del país. 


En cuanto a la procedencia política pienso que deberíamos 
concebir una ley que cuente con el consenso de las fuerzas 
políticas uruguayas, ya que sería un indicador verdadero, real 
y cristalino de la voluntad del país de desarrollar o no una 
política nacional en torno a este Tratado tan importante que 
puede tener ventajas y riesgos. Repito que una ley de esta 
naturaleza, que cuente con un alto consenso, va a ser el test 
para determinar instrumentalmente si se ha conseguido verda- 
deramente que la implementación sea de una política nacional 
y no de un partido ni del Partido de gobierno. 


Si se da la circunstancia de que el Uruguay autorregule su 
manera de conducirse a través de una ley que cuente 
con un alto consenso nacional en la implementación del 
MERCOSUR, va a ser cierto lo que el señor senador de Posa- 
das Montero expresó en la primera sesión dedicada a este 
tema en el sentido de que todos los votos por el Tratado tienen 
el mismo valor, pero no ocurre lo mismo con los fundamentos 
que se hacen al respecto. El decía que “a la hora del recuento 
de los votos no existen los “sí” calificados, es decir que no se 
cuentan los votos afirmativos críticos ni los más o menos 
críticos, simplemente se recuentan los afirmativos o los nega- 
tivos”. Si tomamos en cuenta el conteo, esto es exacto, pero 
no lo es si no existe consenso sobre los pasos que se van 
dando para implementar el MERCOSUR. La fuerza política, 
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el grupo social o el agente económico que no esté de acuerdo 
tendrá todo el derecho del mundo de decir que, a pesar de 
haber votado afirmativamente, las cosas se están haciendo 
mal porque se está aplicando una mala política para imple- 
mentar el MERCOSUR. Me parece que esta es una afirmación 
muy clara y bastante difícil de controvertir. Por esta razón 
pensamos que debe ser una ley que cuente con un alto consen- 
so nacional. 


Me voy a referir a un aspecto relacionado con los princi- 
pios que nos parece que debe tener esta ley. En primer lugar, 
debe contar con una finalidad que coordine la política estatal 
con la opinión de la sociedad civil. De lo contrario, el Uru- 
guay no se conducirá con una política nacional. 


Por otro lado, para lograr esto, cuncebimos la creación de 
un organismo de alta representatividad económico-social en el 
Uruguay, previsto en la Constitución desde 1934, pero que no 
se ha creado, y que es el Consejo de Economía Nacional. En 
este sentido, la bancada del Frente Amplio ha presentado un 
proyecto en el día de hoy que establece su creación, los dele- 
gados económicos y sociales con representación provisional y 
un mecanismo para la integración definitiva de ese Consejo 
de Economía Nacional, como oficialmente se le denomina en 
el artículo 206 de la Constitución de la República. 


Ese sería el primer punto destinado a coordinar la opinión 
de la sociedad civil con la del Estado, porque en la integra- 
ción de ese Consejo de Economía Nacional no vemos exclui- 
da la participación de las Comisiones sectoriales a que se 
refiere el artículo 230 de la Constitución, aunque considera- 
mos que éstas por sí solas, no son el ámbito adecuado desde el 
punto de vista de la representatividad. 


En tercer lugar, entendemos que esta ley debería determi- 
nar la creación de una Comisión que llamaríamos, por una 
razón de comodidad, Comisión Mixta, ya que estaría integra- 
da con miembros del Parlamento y del Poder Ejecutivo. ¿Qué 
quiere decir esto? Que se trataría de una Comisión -no vamos 
a hacer referencia a su nombre- que tenga, por ejemplo, repre- 
sentantes de los cuatro lemas que integran el Cuerpo Legisla- 
tivo, y de los organismos del Poder Ejecutivo con inciden- 
cia significativa en la marcha de la instrumentación del 
MERCOSUR, es decir, los respectivos Ministerios, y acaso 
algunas empresas públicas, ya se trate de la rama industrial o 
comercial. ¿Por qué prevemos que esto es necesario? Pensa- 
mos que la marcha del MERCOSUR no debe ser solamente 
informada por el Poder Ejecutivo al Poder Legislativo, tal 
como lo indica el artículo 24 del Tratado -£€se es un deber del 
Poder Ejecutivo- sino que cabría dar un paso más, un paso 
interno, que coordine y haga fluidas las relaciones entre am- 
bos Poderes. Creo que eso no violenia la separación de éstos 
y, además, tiene varias ventajas. Una primera es que el Parla- 
mento no se entere de hechos ya consumados; y una segunda, 
que cuando esto se dé y signifique algo que no lo convenza, se 
vea en la necesidad de hacer llamados a Sala, de interpelar o 
de hacer venir ai seno de las Comisiones a los Ministros. Pero 
todo esto podría evitarse, si es verdad que se quiere hacer un 
trabajo fluido entre los Poderes Ejecutivo y Legislativo. 
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De modo que una Comisión Mixta de esta naturaleza ten- 
dría ia ventaja de lograr todas esas finalidades y, al mismo 
tiempo, no se generarían equívocos sobre si ésta es o no una 
política nacional que se va a llevar adelante tal como lo ha 
anunciado la Cancillería de nuestro país. 


SEÑOR RICALDONI. - ¿Me permite una interrupción se- 
for senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Este enfoque que le está dando el 
señor senador Korzeniak al tema del MERCOSUR es, eviden- 
temente, distinto en relación con lo que se ha escuchado hasta 
ahora en el Senado. Se trata de un aporte muy interesante y no 
puedo resistir la tentación de efectuar un par de reflexiones. 
Una ya la efectué el otro día, y es un aspecto que voy a tratar 
en el curso de mi exposición. 


La naturaleza de Tratado “marco” que tiene el 
MERCOSUR significa que son muchos más aquellos aspectos 
de la integración que quedan por definir y resolver que aque- 
llos otros que están efectivamente resueltos en el Tratado. Lo 
reconoce el propio Poder Ejecutivo en la Exposición de Moti- 
vos que acompaña este proyecto que estamos considerando. 


Con el correr de los días sigo pensando -no he modificado 
mi opinión al respecto- que nuestras autoridades tendrán que 
efectuar un manejo muy afinado y delicado de cada tema que 
se discuta con los otros tres socios del MERCOSUR, para 
determinar cuáles de las cuestiones que se discutan son mate- 
ría del Tratado que se apruebe y cuáles otras se empezarán a 
discutir para, yendo más allá del marco jurídico del propio 
Tratado, convertirse en un tema desvinculado de lo que ten- 
dría importancia fundamental en lo que refiere a las potesta- 
des constitucionales del Parlamento. Si este Tratado “marco” 
se interpreta con demasiada latitud, ello podría estar signifi- 
cando que el Parlamento, en cuestiones internacionales de 
relevancia y no directamente previstas en el mismo, deje de 
tener el papel de copartícipe, de colegislador, en cuanto a la 
aprobación y vigencia de obligaciones internacionales que 
asuma el país. 


El otro tema -y pido disculpas al señor senador Korzeniak 
por lo extensa de mi intervención- es más particular. 


Hace tiempo que vengo escuchando que los monopolios 
estatales caerían automáticamente al entrar en vigencia el 
Tratado o, por lo menos, al finalizar la etapa de transición. He 
estado pensando sobre el asunto y tengo serias dudas respecto 
de la exactitud de esta afirmación. Por ejemplo, el Tratado de 
Roma tiene un artículo que prevé -aunque por vía de excep- 
ción- las posibilidades del mantenimiento de los llamados 
monopolios tanto fiscales como comerciales. 
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De modo que no necesariamente, a priori, por el solo he- 
cho de la aprobación del Tratado, cesarán los monopolios 
estatales que existan en el país y esto también nos conduce a 
un problema de raíz constitucional. En este caso, ¿cómo resol- 
vemos la probable colisión entre lo que pudiera ser una futura 
decisión de nuestras autoridades, en aplicación del Tratado sin 
intervención parlamentaria, y las otras normas vigentes, que 
podrían algunos sostener que perdieron vigencia, que queda- 
ron tácitamente derogadas por esa decisión del Gobierno, en 
acuerdo con los otros tres gobiernos, que no resultan del Tra- 
tado “marco”? Esto nos puede crear complicaciones vincula- 
das, no sólo con la conveniencia o no de las medidas, sino con 
su constitucionalidad. 


Evidentemente, se trata de una cuestión muy delicada. 


Por otro lado, también está lo relativo a la solución de 
controversias entre los Estados Parte o entre empresas (e dis- 
tintos países. ¿Habrá o no organismos jurisdiccionales ue ca- 
rácter supranacional? Si los hay, ¿la decisión correspondiente 
no debería pasar por el Parlamento? Pregunto esto porque 
aquí se plantea un problema que tiene que ver con la adminis- 
tración de justicia. 


Esto no significa poner piedras en el camino de la aproba- 
ción del Tratado del MERCOSUR. De lo que se trata es de ir 
comprendiendo que es muy poco lo que puede extraerse clara- 
mente de la lectura del Tratado y de sus Anexos. Todo esto se 
requiere tener una idea clara de cuáles son los límites que la 
Constitución pudiera establecer ante la dinámica que resulte 
de la aprobación de dicho Tratado. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Voy a intentar concluir mi expo- 
sición rápidamente y, en ese sentido, solicitaría, en virtud del 
poco tiempo de que dispongo, que no se efectuaran nuevas 
interrupciones. 


En primer lugar, la competencia del Poder Ejecutivo en 
materia de conducción de la política internacional es, obvia- 
mente, de iniciativa, pero es compartida con el Parlamento, 
pues no tiene carácter privativo. De modo que cuando me 
refiero a esta ley -cuyas pautas estaba manejando- estoy ha- 
blando de un principio obvio, o sea, la competencia privativa 
dei Poder Ejecutivo en cuanto a concluir y a suscribir los 
Tratados, pero compartida con el Parlamento en todo lo que 
tiene que ver con su aprobación. De otro modo, no estaríamos 
considerando el MERCOSUR; todo esto se trasiada a los de- 
más aspectos. 


En segundo término, si en el futuro se celebran nuevos 
acuerdos dentro del marco de este Tratado del MERCOSUR 
-siempre y cuando no sean meras ejecuciones del que ya se ha 
firmado- naturalmente, tendrán que ser analizados formalmen- 
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te por el Parlamento: nos referimos a la división entre ejecu- 
ción y nuevos Tratados. 


En tal sentido, la aclaración realizada por el señor senador 
Ricaldoni confirma, a mi juicio, la necesidad de que se cree 
una Comisión mixta, en donde el Poder Ejecutivo y el Parla- 
mento analicen cada uno de esos pasos, a los efectos de que a 
posteriori no se susciten conflictos. Digo esto, para que el 
Poder Ejecutivo no cristalice actitudes que luego el Parlamen- 
to interprete que lo hizo sin consultarlo previamente. Me pare- 
ce que ésta no sería una propuesta de conflicto, sino de trabajo 
fluido que, naturalmente, es lo que se busca cuando se trata el 
tema de las relaciones entre Poderes. 


(Ocupa la Presidencia el señor senador Pereyra) 


-En tercer lugar, comparto radicalmente la posición del 
seño; .enador Ricaldoni respecto a que ninguna cláusula ni 
interpretación que surja del Tratado, determina que cuando 
éste cumpla su ciclo de transición, los monopolios estatales 
quedarán, de hecho, derogados. Sin duda, eso no está estable- 
cido en el Tratado; más aún, aunque en este momento no 
tengo la documentación en mi poder -con tiempo suficiente 
podría aportarla- este fue un tema que se tuvo en cuenta cuan- 
do se realizaron las negociaciones. Este tema quedó aclarado 
en sentido contrario a que los monopolios queden sin efecto 
automáticamente por la entrada en vigencia del Mercado Co- 
mún. 


En cuarto término, cuando hablamos de las pautas genera- 
les dei contenido de una ley -a la que estamos concibiendo 
con un alto consenso- no olvidamos, desde luego, que ella no 
puede regular muchos detalles, sino sólo aquellos aspectos 
básicos del comportamiento de Uruguay. Digo esto, porque en 
materia de negociaciones internacionales -y esto es, simple- 
mente, reconocer una práctica apta e idónea para llevarla a 
cabo- hay ciertos aspectos de índole reservado, muy operati- 
vos, que no se anuncian en una ley. Naturalmente, esto se 
puede hacer en un reglamento interno o en la instrucción de 
servicio que se le da a los negociadores. Esto forma parte no 
sólo de las negociaciones internacionales, sino de cualquier 
práctica absolutamente honesta en donde se intenten conciliar 
intereses o posiciones. 


Por consiguiente, resultaría de enorme utilidad la creación 
de una Comisión integrada con representantes de los dos Po- 
deres, Reitero que una Comisión de este tipo, además de reco- 
nocer antecedentes nacionales bastante frecuentes y muy ilus- 
tres, no incidiría en absoluto con el tema de la separación de 
Poderes, ya que ésta tiene que ver con la invasión de compe- 
tencias de uno de los órganos, una vez que el primero haya 
tomado decisiones. Aquí se trata, precisamente de coordinar 
la actividad, a los efectos de que las decisiones se adopten 
conjuntamente y luego se procesen por las vías correspondien- 
tes. 


Finalmente, respecto al punto planteado por el señor sena- 
dor Ricaldoni -en el sentido de cuáles van a ser los mecanis- 
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mos de conciliación de los conflicios que puedan suscitarsel 
dentro del Tratado- no cabe ninguna duda de que deberá ser 
analizado por el Parlamento Nacional. Me parece que eso está 
determinado por una razón elemental de interpretación. Al 
respecto, el Tratado establece un régimen provisorio de tipo 
administrativo. Por consiguiente, la solución que se establezca 
-Que, según se anuncia, será de tipo jurisdiccional- no va a 
surgir mediante la ejecución de este Tratado marco, sino de 
uno nuevo, con un contenido muy específico, o sea, fijar cuá- 
les serán los organismos que, con carácter obligatorio, van a 
resolver los conflictos que puedan derivarse del MERCOSUR, 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra). - Tiene 
la palabra el señor senador Arana. 


SEÑOR ARANA. - Señor Presidente: de la discusión que 
se está llevando a cabo, se desprende -por el interés que en 
ella se ha manifestado- una multiplicidad de interrogantes, la 
mayoría de ellas, muy oportunas y sagaces. Allí se revela que 
la problemática conmueve no sólo al país, sino también, como 
no podía ser de otra manera, al ámbito legislativo. Natural- 
mente, nos asaltan gran cantidad de dudas acerca de este Tra- 
tado. 


Reiteradamente, se ha manifestado aquí y en muchos me- 
dios de prensa, el carácter imperfecto, la manera tardía con 
que este Tratado fue considerado y, en definitiva, la propuesta 
y su aceptación por parte de nuestro país. Se ha señalado que 
este Tratado no es lo suficientemente afinado, y que resulta 
ajeno a las reales situaciones económicas, sociales y producti- 
vas de la región en su conjunto. Asimismo, se fijan plazos que 
nos parecen insensatamente acelerados e imposibles de cum- 
plir. Creo que es útil tener presente que dichos plazos, en 
algunos casos, son de muy difícil concreción. Además, estos 
plazos son muy distantes de nuestra realidad y de anteceden- 
tes inmediatos, pero son referencias inevitables para la consi- 
deración de este tema; me refiero al Mercado Común Euro- 


peo. 


Por otra parte, en distintas discusiones relacionadas con el 
ámbito legislativo -y aun en otro medio- se ha hecho mención 
a la desigual situación económica, política, social, cultural, 
productiva y financiera en la que se encuentran nuestros paí- 
ses vecinos. Además, creo que en esto -tanto a nivel personal, 
como en lo que tiene que ver con las instituciones políticas a 
las que pertenecemos- se nos va la vida. 


Por lo tanto, queremos señalar algunos puntos de vista, 
afirmar ciertas ideas y aceptar muchas de las que aquí se 
expresaron. 


Pienso que, de alguna manera, debemos evaluar, en caso 
de ser aceptado este Tratado -no cabe dudas de que lo será, 
habida cuenta de las manifestaciones adelantadas por todos 
los sectores políticos aquí representados- la posibilidad de 
efectuar un primer estudio referido a una zona de libre comer- 
cio, a efectos de llegar, en el breve plazo que se ha estipulado, 
a un supuesto arancel cero para el comercio interno de estos 
cuatro países involucrados. 
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Por otro lado, tendríamos un segundo estadio que podría- 
mos caracterizar como de unión aduanera con la fijación de 
un arancel cero o aranceles comunes fuera de ese marco insti- 
tucional que involucra a los cuatro países. 


Finalmente, podríamos ubicar un tercer estadio correspon- 
diente a la libre movilidad de bienes, productos y factores. 


Pienso que para que todo esto funcione correctamente, 
señor Presidente, debe existir -y así lo consigna el Tratado en 
Cuestión- coordinación de políticas macroeconómicas. Asi- 
mismo, desde mi punto de vista y como legislador del grupo 
político que represento, deseo para mi país una integración 
auténticamente productiva, para lo cual creemos que es im- 
prescindible alcanzar una coordinación y complementación a 
nivel productivo. En definitiva, acordar qué país o países ha- 
brán de elaborar determinados productos, con qué prioridades 
y qué empresas binacionales o trinacionales destinarán lo pro- 
ducido a la zona. Además será necesario determinar qué in- 
vestigaciones habrán de llevarse a cabo en conjunto, porque, 
probablemente, sólo de esa forma se podrán realizar aquellas 
que permitan que la región, globalmente considerada, pueda 
avanzar significativamente. 


En definitiva, este es el tipo de integración al que aspira- 
mos y ello requiere, a nuestro criterio -contrariamente a lo que 
afirman algunos sectores- estados fuertes, activos, alertas y 
capaces de adoptar iniciativas, negociando con flexibilidad, 
pero al mismo tiempo con firmeza, con orientaciones claras y 
con eficacia. 


Hasta ahora, todos los esfuerzos fueron canalizados por 
medio de ALADI, aunque a nuestro entender, mediante inter- 
cambios insuficientemente programados. Aquí ya se ha dicho 
que no basta con que un país le compre a otro lo que a este le 
sobra. La experiencia de los últimos 30 años, en modo alguno 
puede afirmarse que fuera negativa, aunque pensamos que se 
obtuvieron magros resultados. Pensamos que ALADI pudo 
haber fortalecido relaciones interregionales, pero no fue capaz 
de incentivar una auténtica integración productiva como la 
que el país pretende alcanzar. 


Por otro parte, frente a esa integración productiva y conve- 
nientemente instrumentada por el Estado «cuando hablamos 
del Estado estamos pensando en la ciudadanía que lo integra 
como factor absolutamente esencial- podemos llegar a admitir 
la limitación parcial y libremente consentida de independen- 
cia de actuación que todo convenio de esta naturaleza conile- 
va. Sin duda, todas estas acciones macroeconómicas limitan la 
potestad de realizar cualquier tipo de cambio unilaterales de 
modo inconsulto. Sin embargo, frente a esa autarquía con 
estancamiento, estamos dispuestos a asumir esta vía, en la 
medida en que la percibimos como una posibilidad para que la 
región crezca, permitiendo un desarrollo auténtico que involu- 
cra -afirmo esto una vez más- a la propia gente de nuestro 


país. 
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Por otro lado, es bueno recordar que las falsas oposiciones 
deberían ser dejadas de lado o, por lo menos, explicitarlas ya 
que no creemos que el arancel cero sea una cuestión de princi- 
pios. No estamos de acuerdo «cuando se habla de moderniza- 
ción de la economía- con que podamos desligamos de toda la 
preocupación que tenemos acerca del empleo, salarios y bie- 
nestar de los ciudadanos y de las grandes mayorías nacionales. 


Por todas estas razones estamos convencidos de que mar- 
ginarnos de este Tratado, aun cuando es imperfecto, sería una 
alternativa de estancamiento, por lo que pensamos que resul- 
tan significativas las previstas coordinaciones sectoriales. Sin 
duda lo que está en juego es un marco normativo que si bien 
es imperfecto no necesariamente resulta limitado. Incluso, se 
puede perfilar como ambicioso y me importa señalar que éste 
llega hasta donde estemos dispuestos. 


En consecuencia, de esto último surgen las preguntas de 
hasta dónde pretendemos llegar con este marco normiauvo, a 
quién queremos beneficiar y cuáles serán las acciones que 
adoptaremos para que esos beneficios sean lo más eficaces y 
rápidos posibles. El Tratado es un marco que podríamos afir- 
mar que no tiene un contenido tendencial preciso, y si bien no 
buscamos ni la marginación ni la autarquía, entendemos que 
el mismo debe llenarse con un claro contenido nacional y de 
sensibilidad social. 


Pensamos que la tarea de concretar la integración no pue- 
de ser responsabilidad únicamente del Gobierno. Aquí se ha 
afirmado -y creo que es conveniente insistir sobre ello- que 
esta no debe ser tarea sólo de un Poder Ejecutivo ni mucho 
menos de un sector o sectores políticos partidarios, ya que 
para constituirse en forma sólida y estable, se requiere de la 
participación comprometida de empresarios, de trabajadores y 
del propio Estado. Además, al tomar una decisión favorable 
respecto a este Tratado no podemos, ni debemos, soslayar la 
explicitación de cómo el Uruguay debe ubicarse ante esta 
nueva realidad. Entiendo, señor Presidente, que sólo podre- 
mos salir airosos de este desafío si los actores sociales involu- 
crados son capaces de contribuir, individual y colectivamente, 
a la transformación y renovación de nuestro país. Al mismo 
tiempo, sólo tendremos éxito si logramos la presencia de un 
Estado activo que lejos de “achicarse”, con o sin las comillas 
correspondientes, se agrande en términos cuantitativos y cua- 
litativos; un Estado que se agrande para negociar y participar 
y que sea capaz de armonizar el desarrollo regional y garanti- 
zar la canalización del crédito, incentivando la educación y la 
investigación. 


Pienso que es pertinente hablar de todos estos factores, 
porque más allá de ciertos discursos en favor de la ciencia y la 
tecnología, estamos viendo qué planes de importancia trascen- 
dental para el Uruguay, así como para el afincamiento de los 
investigadores en el país, no se están llevando a cabo. Pode- 
mos citar, concretamente, lo que sucede con el programa de 
ciencias básicas que apenas se está cumpliendo por parte del 
Poder Ejecutivo, ya que recién se están asumiendo compromi- 
sos que corresponde no ya al año en curso, sino a 1990. 
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Saldremos adelante con un Estado que deslinde y desalien- 
te a una banca que facilita la evasión de capitales; un Estado 
que asegure el otorgamiento de los créditos necesarios para la 
reconversión. Precisamente, consideramos factor esencial, una 
política crediticia que permita esa reconversión para que, 
acordes con lo que se afirma en el propio preámbulo de este 
Tratado, pueda efectivizarse un auténtico desarrollo con justi- 
cia social. Si el Estado es prescindente, esta nueva realidad 
puede sumirnos en una situación extremadamente crítica e 
inconveniente; si no es lo suficientemente dinámico y activo, 
podríamos terminar en una nueva Provincia Cisplatina, tal 
como ya se afirmó en este recinto. 


Estimamos que quien piense que una vez insertos en el 
MERCOSUR se terminan las negociaciones, incurre en un 
serio error. Debe tenerse en cuenta que los países de la región 
presentan situaciones contrastantes y sus respectivas inciden- 
cias comerciales en el área son muy desiguales. 


Recordemos que para Brasil -de acuerdo con manifestacio- 
nes vertidas en Sala- este Tratado de alguna manera compro- 
mete un porcentaje bastante escaso de su comercio exterior; 
esto es el 3% o el 4%. Al referirme al comercio exterior hablo 
del que va a realizarse con los tres Estados restantes integran- 
tes de este Tratado que estamos a punto de ratificar a través 
de una resolución parlamentaria. 


Asimismo, para Argentina este Tratado puede llegar a in- 
volucrar un 20% de su comercio exterior, mientras que para 
Uruguay oscila entre el 30% y el 40%. ¿Quién puede asegu- 
rar, por ejemplo, que Brasil desmantele su protección agraria? 
¿Cómo hacer para que en la subregión no se registre la rela- 
ción tan asimétrica norte-sur? 


Algunos políticos y técnicos confían ciegamente en el 
mercado, en la apertura irrestricta y en la mayor prescindencia 
del Estado. A mi entender, podemos llegar a dicotomías este- 
rilizantes si seguimos en las discusiones “ideologizantes”. 
Consideramos que es tan negativo cl “aperturismo” insensato 
y desmedido como una autarquía esclerosante que nos podría 
sumir en la postración económica, en el desempleo y, en defi- 
nitiva, en la pobreza de nuestra población. Pero, si observa- 
mos al mundo en base a esa supuesta dicotomía libertad de 
mercado o autarquía esclerosante, ¿existe realmente el merca- 
do funcionando de acuerdo al planteo de los teóricos admira- 
dores de estas posturas que, llamadas modemas, tienen más de 
dos siglos de duración? Algunos siguen pensando en la mano 
invisible de Adam Smith. A mi juicio, si ella sigue actuando, 
ya debe de esta esclerosada, teniendo en cuenta la larga data 
de la teoría clásica. 


En todo caso, ese mercado existente en el más amplio 
nivel, es un mercado cercado por la existencia de importantí- 
simos bloques, por cierto mucho más relevantes que el ámbito 
del MERCOSUR que nosotros mismos estamos diseñando. 
Dichos bloques están constituidos por el mercado europeo; 
bloques que tienen como participantes a Europa y al sudeste 
asiático, liderado por Japón, país que, particularmente, está 
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llevando a cabo una política ultraproteccionista. Esta caracte- 
rística ha provocado que se considere a esos países del sur 
asiático como los tigres del Asia en el ámbito económico y 
productivo. 


Sin embargo, frente a las carencias, incertidumbres e im- 
perfecciones de este acuerdo marco, consideramos que puede 
constituirse -quizás paradojalmente- en el impulso hacia una 
perspectiva renovadora e inédita. 


Quienes no creemos en la mano invisible de la economía 
clásica; quienes pensamos que hay valores superiores al fun- 
cionamiento mercantilista puro; quienes no aceptamos el su- 
puesto sabio juego irrestricto del mercado económico; quienes 
tampoco creemos y nunca hemos creído en el Estado centra- 
lista y planificador; quienes, en definitiva, desconfiamos de 
todo “ideologísmo” dogmático y extremista; quienes estamos 
convencidos de que no hay acción política válida que no tenga 
como premisa esencial el respeto y la superación de la perso- 
na; quienes pensamos que toda fundamentación política debe 
basarse en razones éticas y solidarias, consideramos que debe- 
mos apoyar este Acuerdo marco en el entendido de que puede 
promover, por lo menos, la modernización necesaria, que 
siempre hemos impulsado en su más alto grado, en su sentido 
más pleno, aquella que conlleva la dignificación y el bienestar 
ciudadanos. 


Estamos convencidos de que no puede haber justicia real 
sin el crecimiento económico y productivo pero, tampoco po- 
dría haber modernización auténtica sin equidad y sin concien- 
cia solidaria. 


Y esto no tiene absolutamente nada que ver con un seguro 
de vida que nadie está pidiendo. A veces, realmente nos sor- 
prenden ciertas afirmaciones que parecen pretender desfigurar 
posturas ajenas. Créanme que procuramos mantener esas ideas 
en el seno de este Cuerpo al que venimos con dificultades y . 
honda preocupación para expresarlas con nuestro total com- 
promiso. 


Reitero, no estamos pidiendo ningún seguro de vida, pero 
tampoco queremos que en aras de la mano invisible y del 
aplauso irrestricto a la libertad de mercado se pretenda im- 
plantar un seguro de muerte a la población. 


Tampoco queremos que las posturas contrarias nos puedan 
llevar a ese extremismo que habitualmente -tal como se nos 
quiere hacer aparecer por parte de algunos integrantes de este 
Cuerpo- vemos consignado por parte de quienes tan crítica- 
mente siguen lineamientos ideológicos que poco tienen que 
ver con las preocupaciones que aquejan a este continente, a 
esta región y, particularmente, a nuestro país. 


Creemos en esa modemización solidaria, con equidad y 
para que este desafío valga realmente, debemos aceptar como 
necesarios e imprescindibles algunos prerrequisitos que hacen 
a los aspectos sustanciales a los que se refirió nuestro compa- 
fiero de bancada, el señor senador Astori. Dichos aspecios 
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tienen que ver con lo crediticio y tributario, con lo productivo, 
lo tecnológico y con el endeudamiento interno. 


Dentro de esos prerrequisitos deberá tenerse especialmente 
en cuenta la formación, la adecuación, la recapacitación de 
muchos trabajadores uruguayos, tanto del ámbito rural como 
del urbano. De esa manera, estarán auténticamente equipados 
para la cabal comprensión del mundo en transformación ace- 
lerada, que nos ha tocado vivir y para enfrentar la revolución 
tecnológica que tiende a marginarlos si no está profundamente 
equilibrada con acciones desarrolladas no sólo por el Estado 
pero donde éste tiene un rol y una obligación muy importantes 
a cumplir. 


Otro de esos prerrequisitos debería estar constituido por el 
logro de la eficiencia y formación del sector empresarial -en 
este caso no es menor la responsabilidad del Estado- tan pú- 
blico como cooperativo, privado y aún individual. Otro, sería 
el de lograr la financiación de la reconversión productiva a 
nivel interno y aún regional, a la que ya nos hemos referido. 


Tal es el caso del mundo europeo, donde los países más 
adelantados en materia económica, productiva y financiera 
han prestado su apoyo a aquellos más retrasados dentro del 
ámbito de la Comunidad Económica Europea. 


Asimismo, es necesario un organismo encargado de la re- 
conversión productiva y del desarrollo tecnológico capaz de 
definir programas de desarrollo concertados a nivel regional. 


Considero imprescindible tener en cuenta para obtener 
avances dentro de este Tratado marco la necesidad imperiosa 
de apoyar a la educación que, hasta el momento actual no se 
ha evidenciado claramente por parte del Poder Ejecutivo mi 
para la educación primaria, ni secundaria, técnica o superior y 
ni siquiera en el apoyo hasta ahora insuficiente como es el 
relativo al Programa de Ciencias Básicas. 


Señor Presidente: creemos imprescindible incentivar varia- 
das herramientas capaces de promover esos avances tecnoló- 
gicos y científicos en el área de la reconversión educativa y de 
la capacitación tanto a nivel del empresariado como de los 
trabajadores del país. Estas herramientas son: incubadores de 
empresas, parques tecnológicos, transferencia de tecnología 
entre la Universidad, centros de investigación, empresas pú- 
blicas y privadas. 


Debo realizar una referencia ineludible, señor Presidente, 
al estado de postración lamentable en que se encuentran bue- 
na parte de los centros de investigación universitarios y tam- 
bién privados -a pesar de los avances que tuvieron y de la 
resonancia que lograron en nuestro país y en el ámbito inter- 
nacional- que no fueron tenidos en cuenta por el propio Poder 
Ejecutivo. 


Somos partidarios del proteccionismo para el aprendizaje 
con condiciones plazos y metas para las industrias nacionales. 
Asimismo es necesaria la creación de un organismo que de- 
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tecte los dinamismos básicos existentes en una sociedad. Esto 
ha sido señalado por destacados técnicos nacionales como son 
los doctores Caldeyro Barcia, Rodrigo Arocena y el profesor 
Ramón Méndez quien, si se le ofrecen las posibilidades míni- 
mas para actuar como investigador se radicaría en nuestro 
país. 


SEÑOR ASTORI. - Señor Presidente, pido la palabra para 
una cuestión de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra). - Tiene 
la palabra el señor senador. 


SEÑOR ASTORI. - Mociono para que se prorrogue el 
término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra). - Si no 
se hace uso de la palabra, se va a votar si se pror:oga el 
término de que dispone el orador. 


(Se vota:) 

-17 en 18. Afirmativa. 

Puede continuar el señor senador Arana. 
SEÑOR ARANA. - Muchas gracias. 


SEÑOR ASTORI. - ¿Me permite una interrupción, señor 
senador? 


SEÑOR ARANA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra). - Pue- 
de interrumpir el señor senador Astori. 


SEÑOR ASTORI. - Durante el transcurso de la interven- 
ción del señor senador Korzeniak, me quedó pendiente una 
reflexión que en aquella oportunidad no pude formular, y que 
se originó en un comentario realizado por el señor senador de 
Posadas Montero a propósito del concepto de planificación. 
Lamento que en estos momentos el señor senador de Posadas 
Montero no se encuentre en Sala, pero debo aclarar que opor- 
tunamente solicitó una interrupción al señor senador Korze- 
niak, quien por no haberla advertido no me la concedió. Por lo 
tanto y para que el tema no quede colgado, es que le solicito 
esta interrupción al señor senador Arana. 


Además de las aclaraciones ya formuladas y de las que 
agregó el señor senador Korzeniak, desearía fundamentar una 
breve opinión sobre una afirmación del señor senador de Po- 
sadas Montero en el sentido de que no encontró en las biblio- 
grafías que conoce de las Universidades de los Estados Uni- 
dos y de Canadá, definiciones como las que hemos dado acer- 
ca del concepto de planificación centralizada. 


Sé que no es éste el Cuerpo ni la instancia apropiada para 
hacer recomendaciones bibliográficas pero, en todo caso, 
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como el tema fue planteado, desearía dar mi opinión al res- 
pecto. 


El autor del mundo capitalista que seguramente más ha 
escrito sobre planificación, en los últimos 40 6 50 años se 
llama Charles Bettelheim, de n ionalidad francesa, y tiene 
una obra referida a esta materia donde tanto el señor senador 
de Posadas Montero como todos los integrantes del Cuerpo 
podrán encontrar una definición de planificación centralizada. 
Dicha obra se llama “Problemas Teóricos y Prácticos de la 
Planificación”. 


Quien afirme que en las Universidades de Estados Unidos 
y de Canadá no se conoce esta obra es porque no estudió 
planificación o lo hizo en Universidades de dudoso nivel aca- 
démico. 


M has gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Dn. Carlos Julio Pereyra). - Pue- 
de continuar en el uso de la palabra el señor senador Arana. 


SE. ')R ARANA. - Señor Presidente: entendíamos como 
elementos importantes a desarrollar para que el Tratado que 
está a consideración tuviera su potenciación positiva en bene- 
ficio del país, la creación de algunas herramientas como ser 
incubadoras de empresas, de parques tecnológicos, transferen- 
cia tecnológica entre Universidades y centros de investigación 
en empresas públicas y privadas. También nos referimos a la 
necesidad de un proteccionismo para el aprendizaje, tanto 
para los trabajadores como para los empresarios, con condi- 
ciones, plazos y metas para las industrias nacionales. Mencio- 
namos la necesidad de crear un organismo que detecte los 
dinamismos de una sociedad que es mucho más innovadora de 
lo que suele creerse. 


Lo que me alarma, señor Presidente, es que no seamos ca- 
paces de percibir que hay muchas más innovaciones de las 
que estamos dispuestos a creer o a admitir. Hemos tenido 
oportunidad de referimos a esas innovaciones en el ámbito 
productivo, apoyados incluso por serias investigaciones y por 
las experiencias de los técnicos que colaboran con el produc- 
tor rural e industrial. En la misma tarde de hoy he tenido 
ocasión de hacer mención a ciertos cultivos con riego y con 
riesgo, con distintas modalidades de campos de recría y con 
bancos cooperativos ovinos, que constituyen una verdadera 
innovación en materia de crédito y que no abruman al produc- 
tor rural con el papeleo, la burocracia, la insensatez y la in- 
sensibilidad de quienes preienden poner siempre por delante 
el interés económico frente al interés social básico, que toda 
organización del Estado debería promover. 


Señor Presidente: tengo fe en mi país, en los trabajadores y 
en los empresarios dinámicos que tienen puesta la camiseta 
del Uruguay. 


Deseo formular un llamado especial que, de alguna mane- 
ra, puede tener conexión con la propuesta que realizara el 
señor senador Korzeniak al final de su exposición, refiriéndo- 
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se al Consejo Económico Nacional. Evidentemente, este ám- 
bito podría resultar demasiado limitado si lo constrifiéramos 
solamente a la Comisión intersectorial o a la Comisión inter- 
ministerial que ya se ha promovido por iniciativa del Poder 
Ejecutivo. Frente a este enorme desafío que admitimos todos 
los que hemos hablado hasta el momento en la Cámara de 
Senadores, entiendo que habría que efectuar un desbloqueo 
que nos comprometa colectivamente como nación, es decir, 
en todos los ámbitos, tanto el parlamentario como el ciudada- 
no. Me refiero a la necesidad de reiterar, de alguna manera, 
una experiencia que es propiamente uruguaya o que, si se 
inspiró en el extranjero, encarnó profundamente en el ámbito 
nacional. En este punto deberíamos mencionar a algunas per- 
sonalidades muy comprometidas con el desarrollo y el progre- 
so del país; estoy pensando en personas provenientes de dis- 
tintos ámbitos ideológicos y con diversas preferencias partida- 
rias: el profesor Pivel Devoto, el extinto Wilson Ferreira Al- 
dunate, el contador Enrique Iglesias. Considero que debería- 
mos intentar renovar aquella experiencia interesantísima de la 
CIDE en el ámbito nacional, que puede contar con un gran 
consenso, si somos capaces de ser lo suficientemente amplios 
y jugar con ese poder de convocatoria auténticamente nuestro 
para el beneficio del país en su conjunto. Habría que estructu- 
rar un organismo que realmente promueva, en los distintos 
ámbitos sectoriales, estudios profundos, minuciosos, en los 
que se incluyan los intereses y las preocupaciones de los pro- 
ductores rurales, de los empresarios industriales y de los tra- 
bajadores. Para ello deberemos contar con el aporte invalora- 
ble de nuestros mejores técnicos, sin distinciones de bande- 
rías, aunque sin resignar perfiles y hondas convicciones perso- 
nales, De esta forma, esta propuesta podrá constituirse real- 
mente en un inicio para una transformación auténtica del país 
que, insisto, deberá ser en lo económico, productivo y mate- 
rial, sin apartarse de auténticas aspiraciones que aseguren el 
beneficio de las grandes mayorías nacionales, 


Nada más, señor Presidente. 
(Ocupa la Presidencia el señor senador Raffo) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor Olascoaga. 


SEÑOR OLASCOAGA. - Señor Presidente: celebro haber 
escuchado estas palabras finales del señor senador Arana por- 
que, también, en mi concepto, los caminos del país, en el 
futuro, están dados por una completa integración, mantenien- 
do cada quien sus convicciones, pero conformándolas en el 
entendimiento general. 


En momentos en que tratamos un tema tan importante, 
quiero recordar que desde sus albores, el Uruguay se inscribe 
en una política internacional firme. Artigas, en Purificación, 
en 1817, firmó el primer tratado del país; fue el tratado de 
comercio con Inglaterra. Más adelante, los gobiernos de Rive- 
ra y de Oribe transitaron por ese mismo camino, buscando el 
reconocimiento de nuestra identidad por parte de España. En 
1836, se firmó el primer tratado de comercio con Francia. 
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Dc esta manera, entonces, lo que estamos haciendo hoy 
con respecto al Tratado del MERCOSUR -en el que todos 
vemos una perspectiva de un nuevo Uruguay- se inscribe en lo 
que es esa hermosa tradición oriental que, repito, se inicia ya 
en los albores de nuestra identidad. 


Hemos estado a punto de quedar fuera de esta negocia- 
ción. A mi juicio, lo que se ha producido es una opción. 
Inicialmente, Uruguay quedó al margen del acuerdo entre Ar- 
gentina y Brasil. Sin embargo, la acción incisiva de nuestra 
Cancillería y del señor Ministro de Relaciones Exteriores Dr, 
Gros y la actitud decidida del señor Presidente de la Repúbli- 
ca Dr. Lacalle abrieron la perspectiva de la integración al 
MERCOSUR. De todas maneras, esto no quiere decir que si 
no hubiéramos ingresado al MERCOSUR habríamos sufrido 
una especie de muerte civil; muy por el contrario, “doctores 
tiene la Santa Madre Iglesia” y ya habríamos encontrado los 
caminos que nos permitieran salir del callejón sin salida que 
aparentemente representaba el acuerdo entre los dos colosos, 
Argentina y Brasil. 


Deseo aclarar que cuando me refiero a la acción incisiva 
del señor Presidente de la República y del señor Ministro de 
Relaciones Exteriores, no estoy realizando comparación algu- 
na con otros gobiernos anteriores y concretamente, con el del 
doctor Sanguinetti. Entiendo que los gobiernos deben tratar 
las situaciones según se presenten, de acuerdo con sus cir- 
cunstancias particulares. Por este motivo, no tiene sentido 
efectuar comparaciones entre uno u otro gobierno. Desde un 
punto de vista emocional podremos decir que un gobierno fue 
mejor que otro pero, reitero, ello no tiene sentido desde este 
ángulo porque las situaciones que se dan en la vida de un país 
son irrepetibles y cada gobernante deberá enfrentarlas según 
su leal saber y entender. 


En este caso, estamos hablando de la situación actual, del 
MERCOSUR, y por eso mencionamos al señor Presidente de 
la República, doctor Lacalle Herrera, y al Ministro de Rela- 
ciones Exteriores, doctor Gros Espiell. 


SEÑOR RICALDONI. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR OLASCOAGA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Muchas gracias, flamante Vice- 
presidente interino de la República. En modo alguno salgo a 
la palestra en este momento para defender al gobierno colora- 
do, porque evidentemente tampoco lo ha atacado el señor 
senador Olascoaga. Además, me parece que su enfoque coin- 
cide con lo que pienso expresar en la sesión de mañana sobre 
la evolución de las relaciones trilaterales entre Uruguay, Bra- 
sil y Argentina. Simplemente deseo adelantar algo que tam- 
bién mencionaré mañana, y que constituye una discrepancia 
-aunque quizás poco importante- con lo que he venido escu- 
chando, no solamente al señor senador Olascoaga, sino tam- 
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bién a otros compañeros del Senado y a muchos que no inte- 
gran este Cuerpo. Creo que existen dos tipos de procesos de 
integración: unos, voluntarios, y otros, forzados por las cir- 
cunstancias o involuntarios. En mi opinión, éste es un acuerdo 
de integración, que podrá constituirse o no en un mercado 
común, no por culpa de este Gobierno ni del anterior, sino por 
las circunstancias. En definitiva, se trata de un tema que re- 
queriría una exposición mayor que la que se puede hacer en 
uso de una interrupción. Lo cierto es que este Tratado del 
MERCOSUR se inicia con pretensiones de ser hegemónico y 
nuestra tarea como uruguayos es que deje de serlo para con- 
vertirse en un Tratado voluntario, en el que la igualdad co- 
mience por reconocer las desigualdades existentes entre los 
cuatro socios. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Olascoaga. 


SEÑOR OLASCOAGA. - En primer término adhiero a la 
felicitación al flamante Vicepresidente de la República, Don 
Juan Carlos Raffo Fravega. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Muchas gracias, 


SEÑOR OLASCOAGA. - Quiero decir al señor senador 
Ricaldoni que el hecho de que él exprese que en el día de 
mañana hablará sobre estos conceptos en forma similar a 
como lo estoy haciendo yo, me hace pensar que voy por la 
buena senda. 


Tal como lo he manifestado hace unos momentos, tenemos 
la convicción de que si el Tratado hubiere fracasado y hubiere 
sido cerrado para nosotros, el Uruguay hubiera encontrado la 
forma de soslayar esa situación tan inconveniente. 


Si el país ingresa en el MERCOSUR, es porque considera 
que es una gran solución, una gran perspectiva que debemos 
afrontar y desarrollar. En algunas ocasiones se ha hablado de 
“desafío” y digo que el mismo presupone la existencia de un 
desafiante y un desafiado. El primero es el punzante; el se- 
gundo es el que, con altura y dignidad, enfrenta la situación. 
En este caso, nosotros somos los desafiantes, porque fuimos 
los que propusimos nuestra integración y realizamos las accio- 
nes necesarias para que ella se produjera. Entonces, debemos 
mantener esa actitud de los desafiantes que, con certeza y 
seguridad, saben lo que quieren hacer y a dónde quieren ir. 


Se ha dicho también que existen dos bloques, el de los 
grandes y el de los chicos. Sin embargo, debe considerarse 
que el MERCOSUR es uno solo. Á él nos incorporamos todos 
con nuestras propias identidades y según la medida de nues- 
tras capacidades. Podrá decirse que unos países son más gran- 
des y otros más chicos, pero la identidad de cada uno es igual 
a la de los demás. Somos cuatro identidades que vamos a 
participar en:esto. Uruguay muestra su inmejorable condición 
geográfica. Esta razón natural ha hecho que, a pesar de la 
presencia indómita del charrúa que impidió la rápida coloni- 
zación de estas costas, España a pesar de este obstáculo, se 
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viera forzada a llegar a ellas y fundar Montevideo. Aquí esta- 
ba la llave del contralor de toda la región, de las comarcas de 
este sur de América. Así, ofrecemos una realidad geográfica 
que verdaderamente tiene que resultar positiva y atractiva 
para el encuentro de estos cuatro países en el MERCOSUR. A 
modo de reseña, digo que la Capitanía General de España 
aquí instalada tenía en su jurisdicción a las propias Islas Mal- 
vinas, Hoy día, todos sabemos que para ir desde Buenos Aires 
a las Islas Malvinas es necesario llegar hasta las puertas de 
Montevideo, al Pontón de Recalada para proyectarse desde 
allí, en ruta directa hacia esas Islas. Tenemos, pues, el puerto 
natural de la zona y desde nuestra época de escolares -y esto 
no ha sido superado por el progreso- sabemos que puerto es 
riqueza, posibilidades de trabajo y de ampliación. Es así que 
el puerto constituye una herramienta que debemos manejar 
como corresponde, con eficacia y eficiencia, pues permitirá la 
rápida salida, colocación e integración de todas las corrientes 
que se vayan produciendo a través de las actuaciones dentro 
del MERCOSUR. 


Por otro lado, tenemos que considerar que nuestro territo- 
rio es importante, pues constituye un puente natural y agrada- 
ble entre Brasil y Argentina. Pensemos, ¿qué pasaría si Brasil 
y Argentina estuviesen unidos sin nosotros y tuviesen que 
atravesar nuestro territorio? De modo que nuestra situación 
geográfica es de un gran valor y trascendencia. 


Además, debemos tener en cuenta a la hidrovía, hacia la 
cual tanto el Gobierno pasado como éste han tenido tanta 
inclinación. Con ella, la salida de la producción de este sur de 
América a través de nuestros puertos se hará de un modo mu- 
cho más fluido y natural. 


Por otra parte, en el aspecto cultural, nuestra presencia 
como uruguayos es bien vista y bien recibida en todo el mun- 
do. Hace unos momentos, el señor senador Arana mencionaba 
nombres de uruguayos ilustres y no nos sería difícil agregar 
muchos otros si nos propusiéramos hacerlo. La cultura de 
nuestro país hace que, vaya a donde vaya, el uruguayo sea 
bien recibido y aunque al llegar sea uno solo dentro de esa 
comunidad, poco a poco se abre camino y se convierte en 
referencia, 


Todos podemos observar la cantidad de uruguayos que 
abandonan el país. Al poco tiempo de haberse ido, el urugua- 
yo envía una carta invitando a sus amigos y compañeros a 
trasladarse al lugar donde él se encuentra, argumentando que 
allí es posible desempeñarse mejor. Esas son las expresiones 
de quien se siente triunfador, reconfortado por el nuevo desti- 
no que alcanzó y busca compartirlo. 


Además, considero que la presencia de uruguayos en el 
extranjero no debe condolernos en el sentido del desgarra- 
miento que implican el alejamiento o la distancia, sino que 
debe conmovernos, pues permite observar la difusión de nues- 
tra cultura y su buen recibimiento allí donde habiten urugua- 
yos, 
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Somos tres millones de habitantes y las posibilidades de 
ocupación no nos alcanzan, constituímos un mercado muy 
chico, es lógico que algunos tengan que emigrar. Los que per- 
manecemos aquí, tenemos la tarea de tratar de buscar cosas 
nuevas que hagan que los uruguayos se queden en el país y 
que aquellos que se fueron retornen en busca del horizonte 
que abandonaron. No se sabe de ningún oriental en el exterior 
que, después de haberse ido, abjure de su Patria, sino que 
todos la recuerdan con nostalgia y cariño. Siempre existe la 
posibilidad de que quien emigró emprenda el retorno, apenas 


pueda hacerlo. 


SEÑOR RICALDONI, - ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR OLASCOAGA. - SÍ, señor senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor sena- 
dor Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. - En principio, pido disculpas al 
señor senador por interrumpirlo una vez más. 


Considero que su exposición es muy amena; sin embargo, 
de vez en cuando no resisto la tentación -sin dejar de compar- 
tir en líneas generales lo que €l viene expresando- de decir 
que, en algunos aspectos es efectivamente cierta la superiori- 
dad del uruguayo, en términos comparativos, respecto de los 
habitantes de los demás países integrantes del MERCOSUR. 


Pero creo que tenemos que poner mucha atención en no 
crear en la opinión pública la sensación de la cosa fácil en 
esto del ingreso al Mercado Común, si es que realmente es 
así. En virtud de muchos indicadores tengo la impresión de 
que, en términos generales, por ejemplo, el nivel de los ejecu- 
tivos brasileños en muchos sectores industriales es muy alto y 
están más adelantados y cerca de lo que significan las con- 
quistas tecnológicas de los últimos años, que lo que lo están 
los de las empresas uruguayas, argentinas y paraguayas. Quie- 
re decir que no se trata sólo de tener nosotros mano de obra 
calificada, sino que a nivel gerencial, de ejecutivos y en secto- 
res de punta de muchas actividades industriales, por infinidad 
de razones, tenemos que ser conscientes de que debemos 
avanzar mucho en lo que es la capacitación. En ciertos secto- 
res -no en todos- tenemos que caminar mucho y muy rápido 
para estar en condiciones de competir dentro de ese desafío 
que es el MERCOSUR. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor sena- 
dor Olascoaga. 


SEÑOR OLASCOAGA. - Estoy totalmente de acuerdo 
con lo que expresa el señor senador Ricaldoni cuando dice 
que a nivel tecnológico el Brasil presenta aspectos verdadera- 
mente llamativos, necesariamente ello debe ser así, pues se 
trata de un país que tiene un desarrollo mucho mayor que el 
nuestro. 
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SEÑOR RICALDONI. - ¿Me permite una interrupción, 
señor senador? 


SEÑOR OLASCOAGA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Puede interrumpir el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Es, simplemente, a los efectos de 
relatar una anécdota. 


Hace pocos días, una persona vinculada a una importante 
fábrica textil del país me comentó que muchas industrias bra- 
sileñas de ese ramo, aproximadamente, cada cinco años re- 
nuevan buena parte de su maquinaria y la que consideran ob- 
soléta, no la venden, sino que la destruyen, porque no quieren 
que termine en manos de la competencia. Hasta ese grado 
llega la actitud competitiva de algunos sectores de la industria 
brasileña. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Puede continuar el señor sena- 
dor Olascoaga. 


SEÑOR OLASCOAGA. - Quiere decir que se trata de 
países que desarrollan una calidad técnica y una cantidad de 
producción que obligan a quienes están a su frente a tener un 
ritmo al que nosotros no llegamos. Tenemos que pensar en el 
número de obreros, en la producción y en el mercado que 
manejan y, pues, naturalmente nuestro sjecuvo se verá pe- 
queño frente a esto. 


No obstante, estoy hablando de calidades; mencioné a la 
Universidad; cité las palabras del señor senador Arana que 
nombró a personalidades muy destacadas y expresé que si re- 
cordáramos a todas esas figuras, podríamos abundar en nom- 
bres lindandó el infinito. También estoy hablando del conjun- 
to de uruguayos que se van del país, y pienso que e hacen, 
porque aquí no hay trabajo. 


En esa situación, pues, es necesario lograr los instrumentos : 


para que esa aptitud, esa capacidad 'del uruguayo reconocida 
en todo el mundo, pueda volver a volcarse en el país a través 
de mayor actividad. 


En cuanto a la preocupación planteada por el señor sena- 
dor Ricaldoni en el sentido de que los ejecutivos tienen mejor 
nivel en los países vecinos, tengo la absoluta seguridad de que 
apenas la capacidad de producción uruguaya se vaya desarro- 
llando, nuestros ejecutivos estarán en condiciones de competir 
al mismo nivel de los que mencionaba el señor senador Rical- 
doni, 


De manera que precisamos agrandar el país para que, en- 
tonces, con el nacimiento de los nuevos moldes, pueda canali- 
zar toda esa juventud que, por ejemplo y entre otros casos, se 
ha visto frustrada en los años de Universidad, yendo a estudiar 
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y buscando un destino que todos pensamos debe ser halagiie- 
fío. 


Nadie hace el sacrificio de ira una Universidad para ftaca- 
sar. Pero luego, en la realidad, la situación sí se compadece 
mucho con el fracaso. En ese sentido, la Universidad ha teni- 
do responsabilidad, porque no ha advertido a los sectores estu- 
diantiles acerca de cuál iba a ser el futuro en el ejercicio de la 
profesión que procuraron. Todos sabemos que en nuestro país 
a los 14, 15, 16 años hay que elegir si se.quiere ser abogado, 
arquitecto, ingeniero, etcétera; pero esos detalles sobre el des- 
tino final, no están en la mente del joven. Tiene que ser la 
autoridad rectora la que le diga que cuando se reciba habrá 
determinada superpoblación de profesionales con el título que 
él va a buscar, En ese sentido, pues, tiene que haber una 
orientación. No una sistematización; no decir aquí se estudia 
esto o aquello, o sea, una planificación dictatorial, sino, como 
decía, una orientación que le permita al joven, en el momento 
en que tiene que decidir «cuando muchas veces es ambigua su 
vocación- optar por una carrera en la que luego encuentre 
trabajo y que también le guste, naturalmente. Esta es una de- 
cisión que debe tomar la Universidad como forma de que la 
proyección de estudiantes -reitero el término- pueda convertir- 
se en un aspecto saludable para la República, y no en un 
atiborramiento de profesionales como ahora existe. 


Quedan claras, entonces, señor Presidente -y más aún con 
las interrupciones que concedí al señor senador Ricaldoni- las 
perspectivas que este Tratado da para que esas capacidades 
técnicas del Uruguay puedan desarrollarse. Pero también tiene 
que quedar bien claro que el Tratado es un instrumento para 
trabajar, para hacer. Las prevenciones que sobre él existen, es 


- decir, política de crédito y de capitales, la transformación de 


nuestra industria o la adaptación de nuestro agro, entre otras 
cosas, son aspectos posteriores y fundamentales, Primero ten- 
dremos que analizar el marco del Tratado y luego, sí, dentro 
de esas proyecciones pronunciarnos buscando las salidas co- 
rrespondientes a cada actividad. El Tratado es medio, es modo 
para desarrollar nuestras propias iniciativas. Encuentro en el 
Tratado otro aspecto muy importante: sirve para conocernos e 
integramos más los cuatro vecinos. Para hacernos más coti- 
dianos. Hace unos momentos hablaba de los albores de la in- 
dependencia y ahora digo que los 33 Orientales vinieron des- 
de la Argentina y que, a fines de siglo, Saravia hacía sus in- 
cursiones por el Brasil. No es tanta la diferencia entre nuestros 
países; hay que hacer que los intereses se acompasen para que 
aquéllas se aminoren aún más y podamos llegar a una integra- 
ción total. 


Obviamente, no podemos olvidar las discrepancias que te- 
nemos con nuestros vecinos, por ejemplo, en lo relativo a las 
cuestiones de límites. Sobre este punio nuestra posición no va 
a tener la menor mengua. Esa posición es inconmovible. 


En consecuencia, que el Tratado es instrumento para que 
hagamos un cambio que es imperioso realizar. Aquí, aplico la 
figura del arroyito criollo que va orillando obstáculos, pero 
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que siempre avanza con la plenitud de sus aguas frescas y 
cristalinas. 


Señor Presidente, deseo expresar que durante el siglo pasa- 
do las lanzas fueron el lugar común para reclamar derechos, 
pero el Siglo XX cambió las lanzas por el concepto cívico que 
nos trajo la credencial y nos enseñó que con ella podíamos 
llegar a realizaciones igualmente efectivas. Pienso que para 
este Siglo XXI debemos concretar el concepto de integración 
nacional. Cuando se dice que todo el Senado va a votar este 
Tratado a pesar de las objeciones que se han escuchado aquí, 
cuando todas las manos se levanten para darle el “sí”, uno 
piensa: ¡qué demostración patriótica! Ese es el Uruguay al que 
aspiramos; ese es el Uruguay que queremos para el Siglo XXI, 
con una gran diversidad de ideas y con más partidos aún. Ob- 
sérvese que nos encontramos en un Senado integrado por cua- 
tro partidos que cívicamente comparten el ejercicio de la acti- 
vidad parlamentaria. ¡Qué existe proliferación de ideas!; me- 
jor. No importa que los nuevos partidos resten compañeros a 
nuestra divisa. Prefiero tener frente a mí a un viejo amigo, mi- 
litante y convencido de la divisa que ha abrazado, que tenerlo 
a mi lado, anquilosado y descreído de las propias realidades. 
Se me puede decir que nos dividiremos más; ¡dividámonos, 
pero encontrándonos cada vez que haya que trabajar sobre 
cosas importantes para la República! 


Tengo una profunda raíz política; por ese motivo, no pue- 
do dejar pasar por alto un momento como éste sin tener una 
evocación para mi viejo jefe civil, el doctor Luis Alberto de 
Herrera, a quien tuve oportunidad de conocer y tratar. Creo 
que esta evocación se ajusta perfectamente a la realidad que 
estamos viviendo en este Senado. En todo momento el doctor 
Herrera pronunciaba frases claras y llanas, que todos com- 
prendían, que todos entendían. No soy experto en armas, pero 
puedo decir que algunas de ellas tenían filo, contrafilo y pun- 
ta; otras eran amables y suaves como el pétalo de una rosa. El 
nos enseñó que en la hora de las tribulaciones la representa- 
ción de los hombres no significa nada frente al interés o la 
necesidad de la patria. Por ello, en un momento tan trascen- 
dente yo repito con Herrera: ¡La Patria es todo! 


Muchas gracias, señor Presidente. 
9) PROYECTOS PRESENTADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de un proyecto de 
ley llegado a la Mesa. 


(Se da del siguiente:) 

“Los señores senadores Korzeniak, Gargano, Arana, Ásto- 
ri, Araújo, Bruera y Pérez presentan, con exposición de moti- 
vos, un proyecto de ley por el que se crea el Consejo Econó- 


mico Nacional”. 


-A la Comisión de Hacienda. 
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(Texto del proyecto de ley:) 
“CONSEJO DE ECONOMIA NACIONAL 
PROYECTO DELEY 
EXPOSICION DE MOTIVOS 


Estamos completando 35 años de una vida económica y 
social sumamente irregular, en todos los órdenes. 


Los uruguayos coincidimos en que hasta mediados de la 
década de los años cincuenta, el Uruguay se desarrollaba y 
que el modelo de desarrollo con el que había avanzado tenía 
perfiles que la gente entendía. Algunos adherían a su concep- 
ción, otros discrepaban, pero una mayoría social la respaldaba 
y como se acostumbra a decir ahora, las reglas de juego esta- 
ban claras. 


El Uruguay tenía también, un perfil internacional claro. 
Aunque geográfica y socialmente siempre tuvimos fronteras, 
orígenes émicos e historias relativamente homogéneas con 
nuestros vecinos de Argentina y Brasil, las señas de identidad 
de nuestro país siempre fueron nítidas por los rasgos socio- 
políticos de su sistema de convivencia. No obstante el tropie- 
zo de 1933, su sistema institucional se consolidó desde las 
primeras décadas del siglo; su sistema social se organizó 
-principalmente sus frentes sindicales y culturales- y se legiti- 
mó en el juego de las contradicciones y armonías de cada 
etapa; y como “comunidad nacional” delimitó y aceptó la 
existencia de un ámbito público: con un fuerte rol dei Estado 
en la cautela de la equidad económica y el fomento del desa- 
rrollo productivo nacional. 


No escapa a la reflexión anterior que el modelo económico 
y social que consolidó -en aquella época- la imagen global de 
“un sistema de vida, una concepción ciudadana y una cultura 
socio-política uruguaya”, tuvo en su convivencia interior con- 
flictos y desigualdades. 


Las desigualdades que perduraron en la cara interna de 
nuestro perfil político como país y de nuestra modalidad so- 
cio-económica y cultural, y que aún están presentes, son de 
distinto tipo. Las más notorias -derivadas del modelo de desa- 
rrollo “hacia afuera” del país- son las que marcan los desnive- 
les socio-productivos y de bienestar entre el sistema de vida 
en la capital (departamento de Montevideo) y el resto del 
territorio nacional al que dicho modelo llamó tradicionalmen- 
te “el interior”. Nunca el Uruguay logró desarrollar un “Mo- 
delo integrador” de su vasto territorio, capaz de superar esas 
desigualdades. 


Podemos indicar otras áreas en donde existen y existieron 
desigualdades en el régimen de convivencia interior, aún a 
riesgo de omitir una larga serie que variaría según el criterio y 
el interés subjetivo de cada quien. Por ejemplo, las desigual- 
dades entre la estruc'ura y el sistema político productivo ex- 
portador respecto a; de atención del mercado interno. Las 
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existentes entre el sistema bancario y de intermediación co- 
mercial, respecto al sistema productivo; o las que marcan las 
diferencias de cobertura de beneficios sociales o regulaciones 
laborales efectivas entre el trabajo urbano y rural, o entre 
segmentos sociales vinculados a distintos sistemas institucio- 
nales de trabajo y seguridad social. 


En la actualidad ha surgido sin duda otra línea divisoria de 
desigualdad, marcada por la frontera entre el trabajo formal y 
el informal o -en materia de bienestar- entre la sociedad que 
viven el sistema organizado y la sociedad marginada. 


Hemos querido hacer esta referencia a conflictos y desi- 
gualdades, porque sin duda han tenido presencia en la etapa 
que concluyó con el país de los años cincuenta. Sin embargo, 
hasta entonces esas diferencias se arrastraron, se conciliaron o 
se superaron -principalmente- en el marco de las reglas de 
juego de la vida interior de la sociedad uruguaya. 


En realidad el país ya ha cambiado. Más de treinta años de 
crisis con grandes altibajos -incluyendo los doce años de quie- 
bra de la institucionalidad democrática y de “pérdida de refe- 
rencias” en materia de derechos humanos y relaciones socia- 
les- han destruido mucho de la imagen global histórica. 


Todos percibimos que el país ha cambiado, pero el conjun- 
to de la sociedad uruguaya no tiene idea sobre: ¿Cuál es el 
rumbo del cambio? ¿Cuál es el nuevo modelo de convivencia 
que se está construyendo? ¿En qué Uruguay les tocará crecer, 
vivir o emigrar a sus hijos? 


El Uruguay ha cambiado en sus actividades productivas, 
en su situación ocupacional y laboral, en sus sistemas de segu- 
ridad social, en la magnitud de oferta y calidad de servicios 
públicos, en las perspectivas de futuro para su juventud, en la 
conducta migratoria interna dentro del país y en el drenaje 
migratorio hacia otras realidades, en el respeto a la gente y en 
el sentido de la solidaridad. 


El presente del país es gobernado por la evolución “aleato- 
ria” de situaciones ajenas: la tasa de interés internacional, el 
precio del petróleo, la voluntad positiva o negativa de los 
extranjeros para invertir en nuestro país; la decisión de los 
países desarrollados para abrir sus mercados a nuestros pro- 
ductos y a que precios; que nos acepten nuestras propuestas 
sobre cómo pagar la deuda y sus servicios; si la tasa de cam- 
bio sube o baja; etc. 


Nadie con “visión de país” conduce u orienta el cambio. 
Nos cambian las políticas y los hechos externos y ni “el perfil 
ni las señas de identidad de la comunidad uruguaya” han 
definido ni consensuado esos cambios. Por eso las políticas de 
gobierno y los gobiernos no desgastan políticamente, a poco 
de andar. Porque ejecutan proyectos y dinámicas ajenas al 
país y a su gente, 


Ahora se discute con urgencia -casi de mandato- la rees- 
tructuración y la redefinición de los roles del Estado. Muchos 
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de esos roles deben pasar al control de la actividad privada. 
Ese es el planteo que curiosamente corre de norte a sur por 
todos los “modelos” de “Soluciones” para América Latina. 


Es hora de reunir a todo el país en una instancia de refle- 
xión institucional, como “comunidad” y con “visión” nacio- 
nai. Es hora de fortalecer la mediación y el trabajo de los 
partidos y dirigentes políticos, con las propuestas creativas y 
armonizadas de todos los actores económicos y sociales. 


Llevamos 35 años de emergencia. Es el momento en el 
que todo el país -todos sus actores- examinen y reelaboren el 
modelo económico más adecuado para el desarrollo nacional. 
La crisis, la economía y el bienestar de nuestra comunidad, el 
proceso de integración, las propuestas de recuperación y arti- 
culación del mercado nacional, las propuestas del mercado 
regional que plantea EE.UU., la visión actual de Europa, así 
lo exigen. 


El mapa de partidos políticos -admisiblemente fragmenta- 
do en sus opiniones respecto a la salida de la crisis y la vía de 
los cambios, debe aceptar fortalecerse con la institucionaliza- 
ción de la opinión de los agentes económicos y sociales, ante 
temas de tan profunda proyección nacional, actual y de futuro. 


En 1984 se intentó un camino político-social para concre- 
tar la participación organizada de los principales agentes eco- 
nómicos y sociales de la comunidad en el estudio de solucio- 
nes. En 1985 no hubo voluntad política para consolidar la 
CONAPRO. 


Hoy recordamos que la Constitución de la República tiene 
una vía definida sobre la que en muchas oportunidades las 
fuerzas políticas discutieron: la posibilidad de legislar creando 
el Consejo de Economía Nacional (Sección XII Art. 206 de la 
Constitución de la República). 


También la propia Constitución establece en su Art. 230 
que la Oficina de Planeamiento y Presupuesto formará Comi- 
siones Sectoriales en las que deberán estar representados los 
trabajadores y las empresas públicas y privadas. 


Con estas disposiciones constitucionales como base, nues- 
tro proyecto apunta, por la vía constitucional, a dotar al país 
de una estructura que le permita: 1) consensuar la política 
económica del Gobierno en la discusión conjunta y la genera- 
lización de iniciativas de los más representativos sectores de 
la actividad económica y social de la comunidad nacional; II) 
contribuir de manera efectiva a la tan reclamada integración 
nacional, dotando a los sectores económicos y sociales del 
interior del país de una estructura de carácter nacional que les 
permita plantear, con efectividad y real incidencia, sus priori- 
dades en materia económica; 111) hacer conocer la opinión 
fundamentada a los Poderes públicos sobre las opciones eco- 
nómicas que adoptan, propiciando un diálogo tendiente a for- 
talecer el marco de nuestro sistema político, por parte de sec- 
tores económicos y sociales de gravitación nacional; IV) dotar 
al país de un foro de primera línea que le permita, a las 
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puertas de la integración regional, discutir en términos reales 
las distintas repercusiones de los compromisos que se asuman 
a nivel internacional; V) cumplir todas estas funciones en el 
marco de la más absoluta transparencia, en el entendido que 
sólo la socialización de los distintos puntos de vista de nuestra 
comunidad dan razón de ser a esta propuesta. Por eso se esta- 
blece la posibilidad de presentar “versiones en mayoría y en 
minoría” (Arts, 1* y 6* del apartado C). 


Por estos motivos, estamos presentando un nuevo proyecto 
de ley que establece la creación del Consejo de Economía 
Nacional, define sus roles y su integración, los procedimientos 
para la designación de sus miembros y su forma de relacionar- 
se con las autoridades gubernamentales a nivel nacional y 
departamental y con los órganos legislativos en cada uno de 
esos niveles. 


El proyecto, a su vez, intervincula los roles del Consejo de 
Economía Nacional con las relaciones expresamente precep- 
tuadas por la Constitución entre la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto y los distintos sectores de la actividad económica 
y social del país. 


Sobre la relación entre el CEN y las fuerzas políticas re- 
presentadas en los Poderes Públicos, el proyecto organiza un 
sistema institucionalizado -previsto en la Constitución- para 
las relaciones y los intercambios de opinión, no excluyentes 
de otros que hasta el presente han incluido vías formales y 
vías informales. Sin embargo, al sancionar este proyecto 
como ley, la misma asegurará una vía orgánica a todas las 
organizaciones que, hoy o más adelante, puedan tener dificul- 
tades para acceder por otros caminos al diálogo o a comunicar 
sus Opiniones. 


El proyecto fortalece en este sentido el sistema democráti- 
co. Y también lo hace cuando en sus Arts. 2? y 5* indican que 
integrarán el CEN delegados del Poder Ejecutivo Nacional 
y/o de los Gobiernos Departamentales. Se está propiciando así 
la práctica de la transparencia en el doble sentido del diálogo, 
entre actores sociales y los Poderes Públicos, en un ámbito 
organizado para la generación de propuestas constructivas 
para el país y su comunidad. 


El proyecto no apuesta -por esta vía- a consensos absolu- 
tos, utópicos o artificiales, ni a acuerdos ni pactos sociales 
para todos, que suelen ser “vía libre para algunos y camisas de 
fuerza para otros”. Por ello se establece la “opinión” de mayo- 
rías y de minorías (Art. 6* apartado C). El proyecto se propo- 
ne institucionalizar la posibilidad de que todos se expresen y 
opinen y que esa opinión llegue a los Poderes Públicos. En 
alguna medida que no pueda ser ignorada. Pero dejando claro 
que la responsabilidad de decisión, en cada caso y tema, es de 
quienes detenten el Poder Público en cada período. Los auto- 
res creen, eso sí, que el país sólo podrá avanzar en el marco 
de decisiones que cuenten con “consensos mayoritarios” y que 
ello consolidará la democracia y la profundizará. 


Desde hace varios años, la organización política que inte- 
gran los autores y quienes presentan este proyecto, ha venido 


14 de Mayo de 1991 


planteando la necesidad de dotar a la democracia uruguaya de 
un soporte potente, de nuevas bases, capaz de relanzar al país 
hacia nuevos horizontes de bienestar, libertad y dignidad para 
la comunidad uruguaya. 


El Consejo de Economía Nacional que está previsto en la 
Constitución y que este proyecto crea, estableciendo sus bases 
de Organización y funcionamiento, será un aporte fundamen- 
tal para retonificar el papel y el destino de los agentes econó- 
micos y sociales, para cohesionar el sentido de nuestra comu- 
nidad nacional, y para consolidar la nueva democracia que el 
Uruguay necesita. 


Finalmente, es oportuno destacar que el proyecto ha in- 
cluido como disposición especial (Art. 9%) la determinación de 
que este Consejo de Economía Nacional sea el ámbito institu- 
cionalizado donde se delibere en torno a la manera de irse 
implementando la política uruguaya en torno al MERCOSUR. 
Será un escenario consultivo mucho más amplio y propicio 
que el de una Comisión Sectorial de las previstas en el artícu- 
lo 230 de la Constitución, para que, efectivamente, sea nacio- 
nal la política que vaya instrumentando nuestra integración 
regional. 


Mariano Arana, José Korzeniak, Reinaldo Garga- 
no, Danilo Astori, José Germán Araújo, Leopoldo 
Bruera, Jaime Pérez. Senadores. 


CONSEJO DE ECONOMIA NACIONAL 


Artículo 1%, - (Creación y fines principales). Créase el 
Consejo de Economía Nacional previsto en los Arts, 206 y 
207 de la Constitución, el que deberá orientar su actividad 
hacia la obtención de los siguientes objetivos: 


a) Institucionalizar una instancia de estudio y discusión 
conjunta, e incentivar la generación de iniciativas y eventual- 
mente de consensos, entre los mas representativos sectores de 
la actividad económica y social de la comunidad uruguaya; 


b) canalizar en forma plural y transparente las relaciones, 
opiniones y propuestas entre los actores económicos y socia- 
les y las organizaciones políticas y órganos públicos responsa- 
bles del sistema de decisiones estatales, para fortalecer y pro- 
fundizar el marco democrático que rige la convivencia en 
nuestro país, procurando el crecimiento económico y el desa- 
rrollo; 


€) propiciar soluciones que armonicen los intereses de toda 
la comunidad nacional, la integración interna del Uruguay 
-que no equivale a la centralización- y la inserción del país en 
el proceso de integración regional y latinoamericana y en la 
evolución de la economía mundial. 


Art. 22, - (Naturaleza e integración). El Consejo de Econo- 
mía Nacional es un organismo privado de interés público, que 
estará integrado por delegados de organizaciones representati- 
vas de agentes económicos y sociales activos en el país y por 
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delegados de organismos estatales nacionales y departamenta- 
les, 


Se entiende por organizaciones de agentes económicos a 
las entidades colectivas regularmente constituidas por intere- 
ses gremiales empresariales, o cooperarios, vinculados a la 
producción agropecuaria, pesquera, forestal, minera o indus- 
trial, a la actividad comercial, bancaria y financiera y de otros 
servicios; así como las de intereses gremiales de consumido- 
res o usuarios de servicios, con significación nacional o depar- 
tamental. 


Se consideran organizaciones de agentes sociales, a las 
entidades colectivas regularmente constituidas por intereses 
de trabajadores, cooperativas de servicios comunitarios, jubi- 
lados y pensionistas, así como de sectores específicos tales 
como organizaciones juveniles, de mujeres y otras con signifi- 
cación nacional o departamental. 

La expresión “activos en el país” utilizada en el inciso 
primero del presente artículo, excluye a aquellas entidades 
que carecen de patrimonio, arraigo, domicilio propio o reco- 
nocimiento real en el ámbito nacional o departamental. 


Los delegados estatales -nacionales o departamentales- 
deberán representar a organismos o estructuras administrati- 
vas, dedicados a áreas de la actividad industrial, comercial, 
financiera o de servicios socio-económicos. 


Art, 3%. - (Poderes Jurídicos). El Consejo de Economía 
Nacional podrá elaborar opiniones, informes o dictámenes, así 
como anteproyectos de normas o resoluciones de carácter na- 
cional, departamental o local, destinados al cumplimiento de 
los fines indicados en el art. 1 de la presente ley. 


Los poderes jurídicos indicados en el inciso anterior po- 
drán ser ejercidos por iniciativa generada en el propio Consejo 
o por iniciativa de los Poderes Públicos o de los organismos 
que los integran. 


Las opiniones, informes, dictámenes o anteproyectos se 
comunicarán en las formas previstas en el art. 207 de la Cons- 
titución y serán, además, difundidos adecuadamente para el 
conocimiento de la opinión pública. 


Art. 4% - (Estructura orgánica). El Consejo de Economía 
Nacional estará compuesto y dirigido por los siguientes órga- 
nos: a) Junta Directiva Nacional; b) Plenario Nacional de Or- 
ganizaciones; c) Juntas Sectoriales; d) Directorios Departa- 
mentales; y e) Plenarios Departamentales de Organizaciones. 


La Junta Directiva Nacional se compondrá de seis miem- 
bros: cinco elegidos por el Plenario Nacional de Organizacio- 
nes y uno designado por el Poder Ejecutivo. Los cinco miem- 
bros elegidos por el referido Plenario, deberán representar res- 
pectivamente: dos a las organizaciones de agentes económi- 
cos; dos a las organizaciones de los sectores sociales y uno a 
la Universidad de la República. La Junta Directiva Nacional 
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representa al Consejo de Economía Nacional, sin perjuicio de 
la representación que, en sus respectivos ámbitos territoriales, 
ejercen los Directorios Departamentales. 


El Plenario Nacional de Organizaciones, además de la 
competencia como órgano elector indicada en el inciso ante- 
rior, es el ámbito donde se reciben todas las iniciativas y en su 
seno se producen las deliberaciones y decisiones fundamenta- 
les. Está compuesto por veinticinco miembros; nueve delega- 
dos de las organizaciones de agentes económicos, nueve dele- 
gados de las organizaciones de agentes sociales y siete delega- 
dos de los organismos o estructuras estatales referidos en el 
último inciso del Art. 22. 


Las Juntas Sectoriales serán organizadas por el Consejo de 
Economía Nacional, a efectos de actuar como órganos de con- 
sulta en los temas de sus respectivas áreas y, al mismo tiem- 
po, para representarlo ante la Oficina de Planeamiento y Pre- 
Supuesto a los efectos del Art. 230 párrafo 4* de la Constitu- 
ción. 


Los Plenarios Departamentales de Organizaciones tendrán, 
en el ámbito territorial de los respectivos Departamentos, las 
mismas competencias que, en el ámbito temático nacional, 
tiene el Plenario Nacional. Cada uno de ellos se compondrá 
de dieciséis miembros: seis delegados de organizaciones de 
agentes económicos, seis delegados de organizaciones de 
agentes sociales, dos delegados de organismos estatales na- 
cionales y dos delegados del respectivo Gobierno Departa- 
mental. 


Los Directorios Departamentales se compondrán de cinco 
miembros; cuatro elegidos por el Plenario Departamental y 
uno designado por el Gobierno Departamental. De los cuatro 
miembros electos por el Plenario, dos serán delegados de las 
organizaciones de agentes económicos y dos serán delegados 
de las organizaciones de agentes sociales. 


Art. 5%, - (Estructura orgánica transitoria). Hasta el 31 de 
diciembre de 1992, el Plenario Nacional de Organizaciones 
estará integrado por las organizaciones siguientes: 


a) por los nueve agentes sociales; FENARU (trabajadores 
rurales); PIT-CNT (trabajadores del sector privado) Mesa Sin- 
dical Coordinadora de Entes y Servicios Públicos y COFE- 
PIT-CNT (trabajadores del Sector Público); C.S.E.U., ADUR, 
AFUR, PIT-CNT (trabajadores de la enseñanza); AEBU PIT- 
CNT (trabajadores de la actividad bancaria y financiera); 
ASCEEP-FEUU (sectores estudiantiles); Congreso Nacional 
de Organizaciones de Jubilados y Pensionistas (sectores de ju- 
bilados y pensionistas); CUDECOP (sectores cooperativos); 
organismos de defensa de usuarios y consumidores, represen- 
tados provisoriamente por actuación conjunta acordada por el 
PIT-CNT y el Congreso Nacional de Organizaciones de Jubi- 
lados y Pensionistas; 


b) por los nueve agentes económicos: Cámara de Indus- 
trias, Cámara de Comercio, Cámara Mercantil de Frutos del 
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País, Unión de Exportadores, Cooperativas Agrarias Federa- 
les, Comisión Nacional de Fomento Rural, Asociación de Co- 
lonos del Uruguay y acuerdo de la Federación y Asociación 
Rural, 


Los dieciocho delegados electos por las organizaciones 
referidas, más los siete delegados de los organismos y entida- 
des estatales, constituidos en Plenario Nacional Provisorio, 
elegirán a los seis miembros de la Junta Directiva Nacional 
Provisoria, de acuerdo con las representaciones indicadas en 
el inciso 22 del Art. 4%, 


Los Plenarios y Directorios departamentales que se formen 
provisoriamente hasta la misma fecha indicada en el presente 
artículo, partirán de las Organizaciones ya referidas que ac- 
túen en el ámbito del respectivo departamento. 


Art. 6%. - (Reglamentación). Dentro del término de los 
sesenta días contados desde su instalación, la Junta Directiva 
Nacional provisoria deberá elaborar y presentar al Poder Eje- 
cutivo un proyecto de reglamento de la presente ley, el que 
necesariamente deberá regular los siguientes puntos: 


a) condiciones para el reconocimiento de la legitimidad de 
organizaciones representativas de agentes sociales o económi- 
cos y requisitos para su acreditación ante el Consejo de Eco- 
nomía Nacional; 


b) circunstancias que deben concurrir para que, en base a 
tales nuevas acreditaciones, pueda modificarse y en qué canti- 
dad, el número de miembros establecidos en el Art. 4? para los 
órganos del Consejo de Economía Nacional; 


c) régimen de funcionamiento, presidencias y mayorías 
para la adopción de decisiones, sobre la base de que en todo 
pronunciamiento a comunicarse a sostenerse, si no se ha lo- 
grado suficiente consenso, se comunicarán y se harán saber 
las diversas posiciones existentes; 


d) determinación de los organismos o estructuras adminis- 
trativas estatales que, por actuar en áreas de actividad indus- 
trial, comercial, financiera o de servicios socio-económicos, 
deben enviar sus delegados a los respectivos órganos del Con- 
sejo creado por la presente ley. 


Art. 72. - (Carácter honorario de los cargos). Los cargos en 
los órganos del Consejo de Economía Nacional serán honora- 
rios. Los gastos de funcionamiento que se originasen serán 
financiados por las respectivas Organizaciones representadas. 
El Estado procurará facilitar los medios materiales y locativos 
para el funcionamiento adecuado del Consejo de Economía 
Nacional. E 


Art. 8%, - (Disposición circunstancial sobre la instalación 
provisoria). Los delegados al Plenario Nacional de Organiza- 
ciones referidos en el Art. 5%, deberán reunirse formalmente 
como Plenario provisorio en el término máximo de noventa 
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días contados desde la promulgación de la presente ley. A 
tales efectos, el Poder Ejecutivo procurará una publicación 
profusa de la misma, de modo que las Organizaciones repre- 
sentativas de los agentes económicos y sociales procedan con 
prontitud a la elección de sus delegados. Si llegare la fecha 
indicada sin que estuviesen designados todos los delegados, el 
Plenario provisorio se constituirá con carácter fundacional con 
los delegados que concurran y se acrediten debidamente, pu- 
diendo por mayoría adoptar todas las providencias necesarias 
para que comience el funcionamiento del Consejo de Econo- 
mía Nacional. 


Art. 9%, - (Disposición especial referida al MERCOSUR). 
En el cumplimiento de las funciones previstas en el Art. 1% 
apartado “C” de la presente ley, el Consejo de Economía 
Nacional prestará preferente atención a las etapas de imple- 
mentación del Tratado de Asunción (MERCOSUR). A tales 
efectos, se considera que la actuación coordinada del Estado 
con la actividad consultiva del Consejo, otorgarán carácter 
verdaderamente nacional a las políticas de implementación 
del referido Tratado. 


José Korzeniak, Reinaldo Gargano, Danilo Asto- 
ri, Mariano Arana, José Germán Araújo, Leo- 
poldo Bruera, Jaime Pérez. Senadores”. 


10) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de un asunto entra- 
do. 


(Se da del siguiente:) 


“Los señores senadores Korzeniak, Gargano, Arana, Asto- 
ri, Araújo, Bruera y Pérez, de conformidad con lo dispuesto 
por el artículo 118 de la Constitución de la República, solici- 
tan se curse un pedido de informes al Directorio del Banco 
Central del Uruguay sobre cuál fue el Estudio o Firma profe- 
sional que asesoró a la Institución en el período 1985-1990 en 
operaciones vinculadas con refinanciación de deudas, cuál fue 
el monto total abonado por concepto de honorarios, cuál es 
actualmente la Firma que desempeña esa función y cuál es el 
monto abonado por honorarios a partir del año 1990”, 


-Procédase como se solicita. 
11) PEDIDO DE INFORMES 


SEÑOR ARANA. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ARANA. - Señor Presidente: quiero solicitar al 
Cuerpo ¿ue haga suyo un pedido de informes que formulé por 
escrito ¿' Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con fecha 
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1? de agosto de 1990 y que reiteré verbalmente el 18 de 
setiembre y luego por escrito el día 8 de noviembre del mismo 
año. Dicho pedido de informes se relaciona con el artículo 7* 
de la Ley N* 15.900, referido a las viviendas para jubilados y 
pensionistas con ingresos menores a dos Salarios Mínimos 
Nacionales. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formu- 
lada. 


(Se vota:) 
-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
12) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE. - Continúa la discusión general 
del proyecto de ley por el que se ratifica el Tratado del Mer- 
cado Común del Sur -MERCOSUR- y sus cinco anexos. 


SEÑOR RICALDONT. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: sabemos por 
experiencia el tiempo que demanda una exposición de este 
tipo y, habida cuenta de la hora, creo que el peor favor que se 
le puede hacer al próximo orador anotado es que tenga que 
cortar su exposición por el vencimiento de la hora reglamen- 
taria, Podría dársele la posibilidad de completar su exposición 
en el día de hoy, pero no creo que lo desee ni siquiera quien 
figura en primer lugar en la lista. Por lo expuesto, propongo 
levantar la sesión -que culminaría dentro de 31 minutos- y 
continuar con la consideración de este tema en el día de ma- 
fana. 


SEÑOR CIGLIUTI. - Apoyado. 


SEÑOR ABREU. - Pido la palabra para ocuparme de la 
moción formulada por el señor senador Ricaldoni. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR ABREU. - Ampliando la moción formulada por el 
señor senador, quisiera solicitar la supresión de la hora previa 
de la sesión del día de mañana, a fin de que los distintos 
oradores que están anotados para hacer uso de la palabra sobre 
el MERCOSUR puedan desarrollar sus exposiciones y, si es 
posible, concluir con la consideración de este tema. 


SEÑOR BRAUSE. - Pido la palabra para ocuparme de la 
moción. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR BRAUSE. - Siendo la sesión de mañana la última 
del mes, complementaría la moción que se acaba de formular 
pidiendo también la supresión de la media hora final, a efec- 
tos de alcanzar el objetivo de terminar con la consideración de 
este tema. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para ocuparme de 
la moción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - La bancada del Frente Amplio tie- 
ne la intención de solicitar por escrito la posibilidad de '1cer 
uso de la palabra en la media hora final de la sesión del día de 
mañana. En virtud de que se trata de la última sesión ordinaria 
del mes y dada la importancia del tema que vamos a plantear, 
considera imprescindible hacerlo. No tenemos inconveniente 
en que se suprima la hora previa, pero pedimos que se man- 
tenga la posibilidad de hacer uso de la media hora final, tal 
como lo prevé el Reglamento. 


SEÑOR BRAUSE. - Ignoraba que el Frente Amplio tuvie- 
ra esa intención; conociéndola, retiro mi moción. 


SEÑOR RICALDONI. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE, - Tiene la palabra el señor sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Naturalmente, creo que todos 
acompañaremos un planteo como el que desea formular el 
Frente Amplio. 


Pero como parece que el problema se vincula con el tiem- 
po de que vamos a disponer en el día de mañana, quisiera 
saber cuántos oradores se han anotado para referirse al tema. 


SEÑOR PRESIDENTE. - En este momento la Mesa tiene 
tres oradores inscritos. Para ser más preciso, diré que ellos 
son, por su orden, los señores senadores Brause, Millor y 
Ricaldoni. 

Se va a votar la moción formulada en el sentido de levan- 
tar ahora la sesión y suprimir la hora previa de la del día de 
mañana. 

(Se vota:) 

-20 en 20. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


De acuerdo con lo resuelto, se levanta la sesión. 
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(Así se hace a la hora 19 y 34 minutos, presidiendo el Bruera, Cassina, Cigliuti, Gargano, Korzeniak, Olascoaga, 
señor Raffo y estando presentes Jos señores senadores Abreu, Pereyra, Pérez, Ricaldoni, Silveira Zavala, Singlet y Urios- 
Amorín Larrañaga, Arana, Astori, Belvisi, Blanco, Brause, te). 
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